ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / DAÑO DERIVADO DE GRAVES VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS / DESAPARICIÓN FORZADA / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO
[D]e acuerdo con la jurisprudencia de esta Corporación y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se tiene que todas estas pruebas apuntan a que la desaparición del señor […] es imputable a la administración, pues los indicios y demás pruebas recaudadas así lo demuestran. Ello, en cuanto los agentes de la SIJIN estuvieron ejerciendo control en el último lugar al que la víctima se dirigía y en donde, en efecto, fue visto por última vez, aunado a que los testigos que lo vieron bajo la custodia de las autoridades son contestes y describen de la misma manera la forma y condiciones de la aprehensión. […] [E]n consideración al análisis […] y dados los supuestos en los que ocurrió la desaparición del señor […], aunados al contexto en el que se desarrolló la desaparición, en cuanto a que, como lo afirmaron los testigos, era de público conocimiento la ejecución de las llamadas limpiezas sociales, en donde se daban de baja a aquellos que eran reconocidos como delincuentes en la comunidad, cercenando toda posibilidad de tener un juicio justo, puede concluirse que la desaparición es imputable a la administración.
DESAPARICIÓN FORZADA / CONCEPTO
Como se ha dicho en distintas oportunidades, la desaparición forzada es un crimen de lesa humanidad, que afecta todas las esferas de la vida humana tanto de la víctima directa, como de sus familiares y allegados.
NOTA DE RELATORÍA: Sobre el concepto de desaparición forzada, cita Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 27 de septiembre de 2013, rad. 19939, C. P. Stella Conto Díaz del Castillo.
MEDIOS DE PRUEBA / VALORACIÓN DE LA PRUEBA INDICIARIA / CARGA DE LA PRUEBA / DAÑO DERIVADO DE GRAVES VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS / DESAPARICIÓN FORZADA

[S]ea del caso indicar que en tratándose de desapariciones forzadas, las víctimas se encuentran con la dificultad probatoria, en cuanto, dadas las particulares características de este delito, en el que se pretende borrar a una persona y el rastro que pudieran dejar las circunstancias de su desvanecimiento físico, temporal y espacial. En este sentido, la prueba indiciaria toma especial importancia, pues usualmente no se cuenta con pruebas directas sobre las circunstancias de la desaparición. […] Esta Corporación ha señalado la importancia de la flexibilización de los medios de prueba en asuntos como el de autos, en donde se advierte una grave violación a los derechos humanos. […] [L]a Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado cómo en estos casos existen dificultades probatorias y es importante acudir a otros medios, tales como las pruebas indiciaria y testimonial, a efectos de establecer la responsabilidad que pudiera tener el Estado en las desapariciones forzadas […]. […] [A]sí las cosas, se tiene que, en ausencia de pruebas directas que permitan establecer las condiciones en las que ocurrió la desaparición […], es necesario que el impulsor de la acción de reparación directa acuda a otros medios probatorios que, allegados al infolio, deben valorarse en conjunto, partiendo de que se trata de una prueba esquiva e indirecta.
NOTA DE RELATORÍA: Sobre el régimen probatorio en casos de graves violaciones a los derechos humanos, ver la Sentencia de Unificación 035 del 3 de mayo de 2018, Corte Constitucional, C. P. José Fernando Reyes Cuartas, y Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Godínez Cruz vs. Honduras, sentencia de 20 de enero de 1989. 

DAÑO DERIVADO DE GRAVES VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS / PERJUICIO MORAL POR DESAPARICIÓN FORZADA / MODIFICACIÓN DE LA INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS
A efectos de liquidar la indemnización por perjuicios morales, se tiene como base la sentencia de Sala Plena de la Sección Tercera de 28 de agosto de 2014, expediente 32988, así como el Documento Final aprobado mediante Acta del 28 de agosto de 2014 “Referentes para la reparación de perjuicios inmateriales”, así como las sentencias de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera en la materia y de la misma fecha. […] [L]os baremos antes descritos se aumentarán, en consideración a que en este caso se advierte una grave vulneración a los derechos humanos y comoquiera que, aun cuando se sostuvo que el cuerpo fue hallado e identificado, no pudo procederse a su inhumación, pues pasado un tiempo sus restos fueron enterrados en una fosa común, de manera que los accionantes no pudieron darles sepultura ni completar adecuadamente el duelo[…].

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la reparación integral de perjuicios inmateriales por vulneraciones o afectaciones relevantes a bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados, cita las sentencias de unificación jurisprudencial del 28 de agosto de 2014, rad. 32988, C. P. Ramiro de Jesús Pazos Guerrero, y rad. 26251, C. P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.
INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO INMATERIAL / AFECTACIÓN RELEVANTE A BIEN CONVENCIONAL Y CONSTITUCIONALMENTE AMPARADO / IMPROCEDENCIA DEL PAGO DE PERJUICIOS / VÍCTIMA DIRECTA

De acuerdo con lo expresado por la Sala Plena de la Sección Tercera, “se reconocerá de oficio o solicitud de parte, la afectación o vulneración relevante de bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados. La cual procederá siempre y cuando, se encuentre acreditada dentro del proceso su concreción y se precise su reparación integral. Se privilegia la compensación a través de medidas de reparación no pecuniarias a favor de la víctima directa y a su núcleo familiar más cercano, esto es, cónyuge o compañero(a) permanente y los parientes hasta el 1° de consanguinidad, en atención a las relaciones de solidaridad y afecto que se presumen entre ellos. Debe entenderse comprendida la relación familiar biológica, la civil derivada de la adopción y aquellas denominadas ‘de crianza’”. […] No se hará un reconocimiento económico por este rubro, en cuanto la jurisprudencia solo lo ha tenido en cuenta a favor de la víctima directa. Tampoco se reconocerá lo concerniente al daño a la vida de relación, que actualmente se trata por la jurisprudencia bajo la denominación de “daño a la salud”, en cuanto el mismo no se encuentra demostrado. Esto, en el entendido de que la actora debe demostrar en el caso concreto la ocurrencia de un perjuicio físico o sicológico derivado del daño causado por la administración, cosa que no ocurrió en este asunto.
NOTA DE RELATORÍA: Sobre el reconocimiento de las afectaciones a bienes o derechos constitucional o convencionalmente amparados como una tercera categoría de daños inmateriales autónomos, cita las sentencias de unificación jurisprudencial del 14 de septiembre de 2011, rads. 19031 y 38222, Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, C. P. Enrique Gil Botero. 
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejera ponente: STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Bogotá, D.C., diez (10) de mayo de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 63001-23-31-000-2011-00005-01(54718)
Actor: CLAUDINO GALEANO ARANGO Y OTROS
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA

Descriptores: Responsabilidad extracontractual del Estado. Grave vulneración a los derechos humanos. Desaparición forzada.
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 8 de mayo de 2015, por el Tribunal Contencioso Administrativo del Quindío, que resolvió negar las pretensiones.

I. ANTECEDENTES

1. Pretensiones

El día 13 de diciembre de 2010, los señores Rosa Emilia Arango Osorio, Heroína, Claudino, Lisímaco, Blanca Estrella, María del Rocío Galeano Arango, Diana Yanelly Arias Galeano, Mónica Marcela Díaz Galeano y Óscar Mauricio Pérez Galeano, a través de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa, presentaron demanda contra la Nación–Ministerio de Defensa–Policía Nacional. Como pretensiones, formularon
: 

Primera: Que se declare que la Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN son responsables administrativa y solidariamente de todos los daños y perjuicios tanto materiales como inmateriales (perjuicios o daños morales) y vulneración a los derechos fundamentales de los solicitantes de la presente conciliación (sic) como el derecho a la vida, a la integridad personal, a no ser desaparecido forzadamente, a la honra, al buen nombre, a la tranquilidad, a la libertad y a la familia ocasionados a ROSA EMILIA ARANGO, obrando en su condición de madre de la víctima directa, HEROÍNA GALEANO ARANGO, obrando en su condición de hermana de la víctima directa, CLAUDINO GALEANO ARANGO, obrando en su condición de hermano de la víctima directa, LISÍMACO GALEANO ARANGO, obrando en su condición de hermano de la víctima directa, BLANCA ESTRELLA GALEANO ARANGO, obrando en su condición de hermana de la víctima directa, MARÍA DEL ROCÍO GALEANO ARANGO, obrando en su condición de hermana de la víctima directa, DIANA YANELLY ARIAS GALEANO, obrando en su condición de sobrina de la víctima directa, MÓNICA MARCELA DÍAZ GALEANO, obrando en su condición de sobrina de la víctima directa y ÓSCAR MAURICIO PÉREZ GALEANO, obrando en su condición de sobrino de la víctima directa, todos ellos obrando en nombre propio, por la desaparición forzada de ISAAC GALEANO ARANGO.

Segunda: Que como consecuencia de la declaración de responsabilidad de la Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN; se obliguen a pagarle a todos y cada uno de los solicitantes de la presente acción por concepto de daños o perjuicios morales subjetivos (por la desaparición forzada y desplazamiento forzado) los siguientes valores:

A su madre:

· ROSA EMILIA ARANGO OSORIO, en su condición de madre de la víctima directa, la suma de Doscientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (200 SMLMV).

A sus hermanas y hermanos:

· HEROÍNA GALEANO ARANGO en su condición de hermana de la víctima directa, la suma de Doscientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (200 SMLMV).

· CLAUDINO GALEANO ARANGO en su condición de hermano de la víctima directa, la suma de Doscientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (200 SMLMV).

· LISÍMACO GALEANO ARANGO en su condición de hermano de la víctima directa, la suma de Doscientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (200 SMLMV).

· BLANCA ESTRELLA GALEANO ARANGO en su condición de hermana de la víctima directa, la suma de Doscientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (200 SMLMV).

· MARÍA DEL ROCÍO GALEANO ARANGO en su condición de hermana de la víctima directa, la suma de Doscientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (200 SMLMV).

A sus sobrinas y sobrino:

· DIANA YANELLY ARIAS GALEANO, obrando en su condición de sobrina de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

· MÓNICA MARCELA DÍAZ GALEANO, obrando en su condición de sobrina de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

· ÓSCAR MAURICIO PÉREZ GALEANO, obrando en su condición de sobrino de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

La liquidación de perjuicios morales se hará con base en el salario mínimo mensual legal vigente, con la ejecutoria de la providencia que declara la responsabilidad de los demandados.

Tercera: Que como consecuencia de la declaración de responsabilidad de la Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN; se obligue a pagarle a todos y cada uno de los demandantes de la presente demanda de reparación directa por concepto de perjuicios materiales o patrimoniales los que se demuestren en el curso del proceso, padecidos y futuros. La condena de los perjuicios materiales se hará en la cuantía que resulte de las bases demostradas en el proceso de reparación, reajustada en la fecha de ejecutoria de la providencia que la imponga. Igualmente pagará los intereses compensatorios de las sumas que por este concepto se impongan, desde el 7 de diciembre de 2000 hasta la fecha de ejecutoria de la providencia.

Coetáneo a lo anterior, los demandados pagarán los intereses moratorios sobre las sumas condenadas desde la ejecutoria de la providencia hasta el día anterior al que se verifique efectivamente su pago.

Cuarta: Que como consecuencia de la declaratoria de responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN; se condene a pagarle a todos y cada uno de los demandantes de la presente acción por concepto de perjuicios inmateriales o extrapatrimoniales, por la violación de varios derechos fundamentales, entre estos, el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal, a no ser desaparecido forzadamente, a la libertad, a la honra, al buen nombre, a la familia y a la tranquilidad, el monto de 100 SMLMV, por cada derecho conculcado de esta manera:

A su madre:

· ROSA EMILIA ARANGO OSORIO, en su condición de madre de la víctima directa, la suma de Ochocientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (800 SMLMV).

A sus hermanas y hermanos:

· HEROÍNA GALEANO ARANGO en su condición de hermana de la víctima directa, la suma de Ochocientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (800 SMLMV).

· CLAUDINO GALEANO ARANGO en su condición de hermano de la víctima directa, la suma de Ochocientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (800 SMLMV).

· LISÍMACO GALEANO ARANGO en su condición de hermano de la víctima directa, la suma de Ochocientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (800 SMLMV).

· BLANCA ESTRELLA GALEANO ARANGO en su condición de hermana de la víctima directa, la suma de Ochocientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (800 SMLMV).

· MARÍA DEL ROCÍO GALEANO ARANGO en su condición de hermana de la víctima directa, la suma de Ochocientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (800 SMLMV).

A sus sobrinas y sobrino:

· DIANA YANELLY ARIAS GALEANO, obrando en su condición de sobrina de la víctima directa, la suma de Ochocientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (800 SMLMV).

· MÓNICA MARCELA DÍAZ GALEANO, obrando en su condición de sobrina de la víctima directa, la suma de Ochocientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (800 SMLMV).

· ÓSCAR MAURICIO PÉREZ GALEANO, obrando en su condición de sobrino de la víctima directa, la suma de Ochocientos Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (800 SMLMV).

La liquidación de perjuicios inmateriales o extrapatrimoniales por violación de derechos fundamentales se hará con base en el salario mínimo mensual legal vigente, con la ejecutoria de la providencia que declara la responsabilidad administrativa de los demandados.

Quinta: Que como consecuencia de la declaración anterior, se condene a la Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN a pagarle a todos y cada uno de los demandantes de la presente acción de reparación directa por concepto de reparación al Daño a la vida en relación causado como consecuencia de la desaparición forzada de ISAAC GALEANO ARANGO, a cada uno de sus familiares los siguientes valores:

A su madre:

· ROSA EMILIA ARANGO OSORIO, en su condición de madre de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

A sus hermanas y hermanos:

· HEROÍNA GALEANO ARANGO en su condición de hermana de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

· CLAUDINO GALEANO ARANGO en su condición de hermano de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

· LISÍMACO GALEANO ARANGO en su condición de hermano de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

· BLANCA ESTRELLA GALEANO ARANGO en su condición de hermana de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

· MARÍA DEL ROCÍO GALEANO ARANGO en su condición de hermana de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

A sus sobrinas y sobrino:

· DIANA YANELLY ARIAS GALEANO, obrando en su condición de sobrina de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

· MÓNICA MARCELA DÍAZ GALEANO, obrando en su condición de sobrina de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

· ÓSCAR MAURICIO PÉREZ GALEANO, obrando en su condición de sobrino de la víctima directa, la suma de Cien Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (100 SMLMV).

La liquidación por concepto de daño a la vida de relación se hará con base en el salario mínimo mensual legal vigente, con la ejecutoria de la sentencia que declara la responsabilidad administrativa de las demandadas.

Sexta: Las sumas a que resulte condenada la Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN serán actualizadas de conformidad con lo previsto en el artículo 178 del C.C.A. y se reconocerán los intereses legales liquidados conforme a la variación del índice de precios al consumidor, desde la fecha de ocurrencia de los hechos hasta cuando se dé cumplimiento a la providencia, es decir, al pago efectivo de esta suma por parte de las autoridades responsables.

Séptima: Que como consecuencia de la declaración anterior, se condene a la Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, por concepto de medidas de satisfacción respecto al daño al proyecto de vida de las víctimas, a otorgar tratamiento médico y psicológico por parte del Estado a los demandantes de la presente acción, familiares de ISAAC GALEANO ARANGO, el cual deberá ajustarse a los siguientes criterios:

· El tratamiento médico debe ser sostenido y debe permitir atención especializada. Su duración deberá estar sujeta a la recuperación de las víctimas.

· El tratamiento psicológico debe ser prestado por un profesional especializado en tratar víctimas de violencia y debe durar el tiempo que sea necesario para la recuperación de los beneficiarios.

· Los profesionales deben ser elegidos por los familiares y remunerados por la Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN.

Octava: Que como consecuencia de la declaración de responsabilidad de la Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN; se condene a reparar por concepto de garantías de no repetición realizando un reconocimiento público de responsabilidad por la desaparición forzada y posterior homicidio de ISAAC GALEANO ARANGO, de lo cual se hará un acto conmemorativo el siete (7) de diciembre siguiente a la ejecutoria de la sentencia.

Novena: Que como consecuencia del la (sic) declaratoria de responsabilidad de la Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN; se obligue por concepto de garantías de no repetición a hacer un reconocimiento público de responsabilidad por la desaparición forzada de ISAAC GALEANO ARANGO, de lo cual se hará un acto conmemorativo el 7 de diciembre siguiente a la ejecutoria de la providencia que apruebe el acuerdo conciliatorio.

Décima: Que como consecuencia de lo anteriormente señalado la Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN; se obligue por concepto de garantías de no repetición a investigar y sancionar a los miembros de la Policía Nacional-SIJIN y demás estamentos estatales que sean responsables por acción o por omisión de la desaparición forzada ISAAC (sic) GALEANO ARANGO, con el fin de que este crimen no quede en la impunidad, se conozca la verdad, se haga justicia y se repare de manera integral a las víctimas.

Décima primera: La Nación Colombiana-Ministerio de Defensa-Policía Nacional-SIJIN, darán cumplimiento al acuerdo conciliatorio en los términos de los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.

2. Fundamentos de hecho
Aduce la demanda que el día 7 de diciembre de 2000 el señor Isaac Galeano Arango salió de su casa y nunca más volvió. Al día siguiente, un hombre desconocido arribó al hogar familiar con la camisa del señor Isaac e informó que había sido detenido por miembros de la SIJIN en medio de la comisión del delito de extorsión en contra del señor Édgar Restrepo, mayordomo de la finca “Las Margaritas”. En el entretanto, una camioneta que transportaba a los agentes de policía llegó al predio y se llevó al señor Isaac Galeano Arango.

Ante la ausencia del mencionado, sus familiares acudieron a las oficinas de la SIJIN y del DAS en la ciudad de Armenia, en donde no se dio cuenta sobre el particular. Se inició, entonces, la búsqueda en la morgue y en los hospitales de la zona, sin rastro alguno.

Finalizando el mes de diciembre del 2001, la señora Heroína Galeano Arango se encontró con el señor Yhon Jairo Castaño Ocampo, amigo del desaparecido, quien le informó que el 7 de diciembre anterior, cuando se dirigía a la finca La Samaria, vio al señor Isaac amarrado y sin camisa en una camioneta blanca con miembros de la SIJIN. Esta misma versión fue confirmada por otras dos personas, Yimmy Alexánder Bolívar y Gabriela Arévalo, quienes también transitaron por la zona ese día.

Ante los anteriores relatos, la antes nombrada, hermana del desaparecido, acudió a la Defensoría del Pueblo en la ciudad de Armenia, entidad que ofició, entre otras, a la SIJIN. En respuesta, esta última se refirió al operativo del 7 de diciembre del 2000 en la finca Las Margaritas, advirtiendo que no se produjo ninguna captura.

A comienzos de julio de 2003, la hermana del señor Isaac recibió una llamada en la que se le informó que el señor Isaac se encontraba enterrado como NN en el municipio de Sevilla, Valle, instándola para que cesara la búsqueda, para que su familia no corriera peligro. La mencionada junto con su hermano Lisímaco acudió al cementerio de Sevilla, en donde vecinos indicaron que se enterraron dos cuerpos, información que se puso en conocimiento de las autoridades competentes. Luego se confirmó que, en efecto, uno de ellos correspondía al señor Isaac Galeano Arango.

Como consecuencia de estos hechos, la señora Galeano Arango denunció la desaparición forzada de su hermano ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, demanda que se encuentra pendiente de admisión. También se presentaron denuncias ante las autoridades nacionales, sin que se haya avanzado en las correspondientes investigaciones.

3. Oposición a la demanda

Nación–Ministerio de Defensa–Policía Nacional  

En escrito presentado el 16 de mayo de 2011, la Nación–Ministerio de Defensa–Policía Nacional contestó en el sentido de oponerse a las pretensiones
. 

Manifestó que, de acuerdo con los hechos narrados en el libelo, no se configuró la responsabilidad de la administración, en cuanto no hubo una actuación por su parte que determinara la desaparición del señor Isaac Galeano Arango, así, entonces, no se satisfacen los requerimientos del artículo 90 constitucional. Lo anterior, toda vez que no obra prueba alguna de allanamiento o captura que pusiera al mencionado bajo la custodia de los uniformados o que el mismo hubiese sido retenido en el operativo de la finca Las Margaritas, de lo que se deduce que no hubo contacto de los uniformados con quien se reporta como desaparecido.

En consecuencia, solicitó que se nieguen las pretensiones.

4.  Alegatos de conclusión

4.1 El Ministerio Público, mediante concepto allegado a este asunto, sugirió negar las pretensiones, comoquiera que no se adosó prueba alguna tendiente a demostrar los supuestos en los que se fundamentan los pedimentos de la parte actora, tal como lo ordena el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil. 

Por ello concluye que la desaparición del señor Isaac Galeano Arango no es imputable a la entidad demandada, por el simple hecho de su ocurrencia, pues no obra prueba alguna de que en el operativo operativo adelantado el 7 de diciembre del 2000 en la vereda Quebrada Negra de Calarcá se lo haya capturado
.

4.2 La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional reiteró su oposición a las pretensiones, con base en que no hay prueba alguna por la que se pueda imputar el daño alegado a la administración.

Puso de presente, además, que la señora Rosa Emilia Arango falleció el 17 de octubre de 2009, de manera que a su favor no podría pedirse indemnización alguna. Adicionalmente, advierte que los demandantes afirmaron ante la Defensoría del Pueblo que el desaparecido estaba desempleado, de modo que, en caso de accederse a los pedimentos de la demanda, la correspondiente liquidación debe elaborarse con base en el salario mínimo y no sobre la cifra pedida en la demanda, que a todas luces desborda la que mensualmente puede devengar un vigilante de parqueadero.

Insistió la demandada en que el afán de los demandantes en vincular al Estado en la desaparición de su hermano, con la finalidad de obtener una indemnización es tal que, aun cuando las pruebas de ADN practicadas en los distintos cuerpos exhumados (en total tres) arrojaron resultados negativos, insisten en la participación oficial, sin prueba alguna que sustente su dicho, pues solo se conocen que terceros dijeron haberlo visto acompañado de agentes de la SIJIN, en relatos que no son coincidentes ni coherentes entre sí
.

5. Sentencia recurrida

El Tribunal Administrativo del Quindío, mediante sentencia del 8 de mayo de 2015, negó a las pretensiones. Señala la sentencia
:

…la Sala encuentra que los elementos de prueba allegados no poseen la fuerza de convicción suficiente para inferir que el señor ISAAC GALEANO ARANGO hubiese sido retenido y desaparecido por efectivos adscritos a la POLICÍA NACIONAL y con ello derivar responsabilidad objetiva en la entidad accionada, por lo que habrá lugar a negar las pretensiones de la demanda, al ser este uno de los elementos de la responsabilidad pretendida.

(…)

Ahora bien, en lo que existe discrepancia es en el hecho de que el citado señor hubiese sido retenido o capturado en el operativo en comento por parte de los agentes estatales, luego de lo cual se produjo su desaparición y posterior muerte, por cuanto tanto los miembros de la Policía Nacional que intervinieron en el operativo, como esta entidad en sus argumentos defensa (sic) y algunos testigos, niegan la retención del citado señor por parte de aquellos y el haber observado dicha circunstancia, por parte de los últimos, mientras que tanto la parte demandante, como algunos testigos de cargo, afirman lo contrario –la retención por parte de miembros de la Policía Nacional-, de lo que se pretende derivar la imputación de responsabilidad del ente demandado por los hechos investigados; por tanto, entrará el despacho a analizar las pruebas recaudadas para comprobar la veracidad de las hipótesis planteadas por las partes.

(…)

…se tiene que si bien se encuentra acreditado que el daño, traducido en la desaparición y posterior muerte del señor ISAAC GALEANO ARANGO, conforme se pudo comprobar con acta de levantamiento de cadáver, necropsia médico-legal de diciembre 9 de 2000, practicada por el médico forense del Instituto Nacional de Medicina Legal de Unidad Local de Zarzal Valle (fls. 264-273 c. pruebas XVI), identificación ratificada en informe suministrado por la Coordinadora Grupo Red Nacional de NN´s y Búsqueda de Personas Desaparecidas del mismo Instituto (fls. 12-123 c. pruebas XVI), no se encuentra probado que el mismo hubiese sido ocasionado por una acción u omisión atribuible a los órganos estatales en cabeza de la entidad demandada, pues del acervo probatorio allegado al plenario, no se colige, ni siquiera mediante indicios, que el señor ISAAC GALEANO ARANGO, hubiese sido detenido y desaparecido por miembros de la POLICÍA NACIONAL, el 07 de diciembre de 2000, en el sector de Quebrada Negra, circunscripción territorial de Calarcá, Quindío, por lo que no puede imputarse a la entidad accionada, dicha desaparición.

La anterior decisión se apoya, no solo con base en el material probatorio que arrimó a la presente actuación administrativa (sic), sino también a los hechos que se dieron a conocer en el transcurso del proceso penal incorporado a este dossier mediante oficio de mayo 14 de 2011, suscrito por la Dra. SORAYA GUTIÉRREZ ARGÜELLO, apoderada de la parte actora, en el que se determinó que el señor ISAAC GALEANO ARANGO, para la fecha de su desaparecimiento, hacía parte de un grupo delictivo que se encargaba de extorsionar a los residentes del sector en comento y para el mes de diciembre del 2000, existían al parecer rencillas al interior de dicha banda a tal punto que ya se había registrado la muerte violenta de dos de sus integrantes, lo que permite concluir que la desaparición y muerte pudo también ser consecuencia de las discrepancias delictivas que enfrentaba como integrante de esta banda, es decir, haberse derivado del actuar de un tercero.

(…)

Los testimonios aquí analizados permiten claramente concluir que en el caso presente no se probó vínculo causal por parte de la entidad del Estado comprometida en los hechos, pues los testigos que fueron sometidos a un retén por parte de la Policía Nacional-SIJIN, son concordantes en admitir la no presencia de la víctima en el vehículo que transportaba a los servidores públicos, mientras que quienes así lo afirman, incurren en imprecisiones que conllevan a dudar de sus manifestaciones, incluso de su presencia en el lugar de los hechos.

(…)

Así las cosas, de acuerdo a las reglas de la sana crítica, la Sala concluye que la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL, no es administrativamente responsable por la desaparición del señor ISAAC GALEANO ARANGO, en hechos ocurridos en zona rural del Municipio de Calarcá, Quindío, el 07 de diciembre de 2000; pues como se analizó a lo largo de la presente providencia, los elementos de convicción obrantes en el proceso no son suficientes para dar por acreditado que la desaparición del señor GALEANO ARANGO, sea imputable a la parte accionada por acción u omisión.

Es decir, la parte demandante no cumplió con la carga de la prueba, en el sentido de acreditar los hechos alegados en la demanda, que comprometan la responsabilidad de la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL, razones suficientes para denegar las pretensiones de la misma.

5.  Recurso de apelación

Inconforme con la decisión, el 2 de junio de 2015, la parte demandante interpone recurso de apelación para que la sentencia se revoque y, en su lugar, se concedan las pretensiones
. 

Sostiene, en primer lugar, que la señora Rosa Emilia Arango otorgó poder para adelantar la litis antes de fallecer, de manera que se inició el proceso por los hechos narrados en el libelo con buena fe y en cumplimiento del mandato por ella otorgado. Así, lo procedente es que la indemnización de perjuicios que se decrete a favor de los demandantes, lo sea también para su sucesión.

Con relación al fondo del asunto, afirma que la supuesta participación del señor Isaac Galeano Arango en la extorsión alegada por la parte demandada no existió, siendo además este hecho irrelevante, si se tiene en cuenta que se acusan acá los excesos de los uniformados, quienes resolvieron desaparecerlo.

Indica que el tribunal perdió de vista la dificultad probatoria propia de los procesos en los que se analiza el delito de desaparición forzada, más aún cuando ella ocurre a manos de agentes del Estado, quienes reiteradamente y como era de esperarse, negaron su conocimiento sobre el particular.

Es así que, en su sentir, se encuentran plenamente probados los elementos de la responsabilidad estatal, en cuanto la desaparición y posterior homicidio del señor Isaac Galeano Arango demuestran la ausencia de protección por parte de las entidades oficiales, mediante las herramientas internas y de Derecho Internacional Humanitario, al punto que la actuación delictual se predica de servidores públicos. Si la demandada consideraba que el citado estaba inmerso en una actuación delictual, debió propugnar por que se adelantara en su contra un proceso penal, con arreglo al ordenamiento jurídico, mediante el que se respetaran sus derechos al debido proceso, de contradicción y de defensa.

7. Alegatos de conclusión

La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional solicita que se confirme el fallo apelado, comoquiera que las pruebas dan cuenta de la ausencia de responsabilidad estatal.

Ello, en cuanto la actora inobservó su carga dentro del proceso, cual era la de demostrar la efectiva participación de agentes estatales en la desaparición del señor Isaac Galeano Arango, ocurrida el 7 de diciembre de 2000
.

Por su parte, la actora reitera sus pretensiones, insistiendo en la participación de servidores públicos en la desaparición del mencionado, con los argumentos esbozados en la alzada
. 

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia 

Esta Corporación es competente para conocer el recurso de apelación interpuesto por el extremo demandante, en proceso de doble instancia, seguido ante el Tribunal Administrativo del Quindío, tal como lo dispone el artículo 129 del C.C.A., habida cuenta que la cuantía de la demanda alcanza la exigida en vigencia del Decreto 597 de 1988 para que esta Sala conozca de la acción de reparación directa en segunda instancia
. Así mismo, para pronunciarse respecto del fondo de la litis, en los términos del artículo 357 del C. de P.C.

Finalmente, se advierte que la acción se impetró en el término consagrado en el artículo 136 del C.C.A., por lo cual no operó el fenómeno jurídico de caducidad de la acción
. 

2.- Análisis del caso
2.1 El daño

Se encuentra debidamente acreditado que el señor Isaac Galeano Arango desapareció el 7 de diciembre del año 2000, que fue dado de baja violentamente el día 9 siguiente y su cuerpo fue hallado en una zanja en el municipio de La Victoria, Valle del Cauca, para ser identificado en el año 2011. 

También se conoce que ante su desaparición sus familiares iniciaron gestiones para localizarlo, sin que las mismas dejaran frutos. Colige la Sala, entonces, que se trata de un daño a todas luces antijurídico, en cuanto ninguna persona se encuentra en la obligación de soportar la súbita ausencia de un ser querido, derivada de su desaparición.
Así mismo, está acreditado que el señor Luis Argiro Agudelo era: (i) hijo de Rosa Emilia Arango
 y (ii) hermano de Heroína, Claudino, Lisímaco, Blanca Estrella
, María Rocío Galeano Arango
 y iii) tío de Diana Yanelly Arias Galeano, Mónica Marcela Díaz Galeano y Óscar Mauricio Pérez Galeano
. Dado el parentesco de los demandantes con el fallecido, la Sala infiere el dolor derivado de la pérdida de su hijo y hermano, en el marco de los hechos ocurridos el 7 de diciembre de 2000.

En cuanto a sus sobrinos y la congoja que debe demostrarse para este grado de parentesco, no se halla prueba en el plenario que la acredite, de manera que, de ser ello procedente, se negarán los perjuicios reclamados a su favor.

En cuanto al fallecimiento de la madre y de una de las hermanas de la víctima directa, Rosa Emilia Arango y Blanca Estrella Galeano Arango, téngase en cuenta que el mandato no fenece con el fallecimiento del mandante, a menos que sus herederos opten por ello (arts. 60 y                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                    69 C. de P.C.), así las cosas, de ser el caso, la indemnización a que haya lugar se determinará a favor de la sucesión de la señora Rosa Emilia Arango y de la sucesión de la señora Blanca Estrella Galeano Arango.

Por tanto, dado que se encuentra demostrado el daño alegado por la parte actora, pasa la Sala a analizar si el mismo es imputable a la demandada y, en consecuencia, a determinar si es procedente acceder a los pedimentos de la alzada.

2.2 Imputación

Análisis probatorio

Las diligencias de la bús
queda

Se allegó copia del proceso penal iniciado con ocasión de los hechos descritos en la demanda, a solicitud de la parte demandada. Se destacan las siguientes piezas procesales
:

1. La señora Heroína Galeano Arango denunció la desaparición de su hermano, Isaac Galeano Arango en el mes de febrero de 2001, indicando que fue visto por última vez el 7 de diciembre de 2000, después del mediodía, cuando fue aprehendido por miembros de la SIJIN
.

2. La Defensora del Pueblo de la regional Quindío, el 12 de febrero de 2001, informó que la señora Rosa Arango formuló denuncia
 con ocasión de la desaparición de su hijo Isaac Galeano Arango, ocurrida el 7 de diciembre de 2000 en la finca Las Margaritas de la vereda Quebrada Negra del municipio de Calarcá y, a su vez, solicitó al Director de la SIJIN que proporcionara toda la información documental sobre el operativo desarrollado en la mentada calenda
.

3. El Mayor Hugo Javier Agudelo Sanabria, el 20 de febrero siguiente, respondió el requerimiento
:

…para el 07122000, se llevó a cabo un operativo en la vereda Quebrada Negra del municipio de Calarcá, debido a informaciones suministradas de posibles extorsiones que se estaban realizando por este sector, se desplazó a varios investigadores en aras de corroborar las informaciones y dar las recomendaciones a las personas que estaban siendo objeto (sic) de este ilícito, pero no se realizó ninguna captura en flagrancia, ni por orden judicial, motivo por el cual no hay información documental al respecto para enviarle.

Para el día 8 de diciembre de la misma calenda, nuevamente, se recibieron llamadas porque al parecer, los presuntos extorsionistas se encontraban en el sector, para lo cual se realizó un dispositivo conjunto con personal uniformado de reacción y de la Seccional, realizando un barrido en el sector, con resultados negativos, ya que tampoco se capturó a personal alguna por estos hechos.

En vista de que se trata de una persona desaparecida y teniendo en cuenta la información suministrada, esta Seccional se encuentra a su disposición para cualquier gestión que se deba realizar a fin de ubicar esta persona.

4. Allegó la parte demandada copia parcial del libro de personas desaparecidas desde el 25 de octubre de 2000 al 9 de abril de 2002 y del libro de minuta del año 2000. Para el 7 de diciembre de 2000 no aparece anotación alguna relacionada con el señor Isaac Galeano Arango o con el operativo llevado a cabo en la vereda Quebrada Negra
. 

5. Se realizó una visita a las instalaciones de la SIJIN en Armenia por parte de la Procuraduría General de la Nación, en la que se dejó constancia de que no obraba anotación alguna referente al operativo ejecutado el 7 de diciembre del año 2000, en ninguno de los libros radicadores –minuta de guardia, libro de salida de patrullas, libro radicador de personas que ingresan a las instalaciones, libro radicador de vehículos-. Sobre el particular, en la diligencia el Mayor Agudelo Sanabria aseguró que no tenía información documental sobre el procedimiento, pues como no hubo resultados positivos, ello no era necesario
.

De las pruebas recaudadas en sede disciplinaria y penal:

Declaraciones de cargo:

1. El señor Yimmy Alexander Bolívar Gantiva, con relación a los hechos ocurridos el 7 de diciembre de 2000, señaló que se encontraba por la zona de la vereda de Quebrada Negra antes mencionada buscando trabajo como albañil, pues se estaba construyendo un colegio o un centro de salud, cuando vio al señor Isaac Galeano Arango
:

…Lo conozco, la última vez que lo vi fue más acá por Quebrada Negra, fue el 7 de diciembre de 2001 (sic) (…) lo vi en un retén que estaban haciendo, supuestamente en un retén, porque nos hicieron bajar del carro de un Willys que venía, que son de la línea de quebrada negra, el retén no sé quién lo estaba haciendo, solo vi unos carros, nos hicieron bajar y luego nos ordenaron subir en ellos (…) lo tenían [a Isaac Galeano Arango] en un carro entre dos señores armados, sin camisa, ahí fue donde yo lo vi, me dio la cara (…) el carro estaba arrodillado (sic) en la carretera y nosotros pasamos en el carro, no sé a cuántos metros, pero era como cerca (…) no me acuerdo en estos momentos cómo era el carro, porque habían más carros y más adelante habían también más carros (…)[a Isaac Galeano Arango] lo conocí en un parqueadero de mulas, yo trabajaba en el montallantas que funcionaba en el mismo local del parqueadero (…) Los señores del retén estaban con ropa de civil (…). 

En otras oportunidades, el mismo testigo reiteró su dicho, indicando, además, que quienes habían retenido al señor Isaac vestían camisetas blancas pantalones azules, con brazaletes
 y que en otra camioneta marrón se encontraba el mayordomo de la finca Las Margaritas (Édgar Alzate). El desaparecido se encontraba sin camisa en una de las camionetas, en medio de dos personas que le apuntaban con armas cortas
, en una camioneta blanca y que estos hechos tuvieron lugar alrededor del mediodía
. Informó que habló con el hermano del señor Isaac, Claudio (sic), para contarle que vio a su hermano en las condiciones antes descritas. Indicó, además, que en el barrio en el que residía había frecuentes comentarios sobre una posible limpieza social, pues había muchos ladrones
.

2. El señor Pedro Bermúdez Luna, quien trabajaba en el mismo parador en el que el señor Isaac –quien también era conocido como Harold- se desempeñaba como celador, narró
:

…el señor que le decían HAROLD salió del parador y no se supo más, no volvió (…) Yo trabajaba en el parador y él era el celador por las noches en este lugar (…) me contó el compañero de él, llamado JIMMY. JIMMY me contó que se había ido a hacer una extorsión y pues que JIMMY se fue adelanta (sic) a hacerla y luego regresaron donde HAROLD, luego HAROLD se vistió y se metió a la casa y que después JIMMY no lo volvió a ver, que solamente vio entrar carros que entraban a la casa de la finca (…) Yo sé que HAROLD salió a hacer esa extorsión, lo preguntaban varias personas (…) en la declaración que hubo en Armenia dijeron el nombre que se llamaba ISAAC pero no recuerdo el apellido (…) Aclaro que ISAAC y HAROLD es el mismo (…).

El mismo testigo en otras oportunidades se refirió en iguales términos, indicando que el extorsionado era el señor Julio Ulloa, dueño de la finca la Uva en la vereda Quebrada Negra
. También indicó que el desaparecido lo invitó a formar parte de la banda de extorsionistas, dada su precaria situación económica, pero que se negó. También narró que era común escuchar que a algunas personas las desaparecían como parte de la ejecución de un plan de limpieza social
. 

3. La señora Gabriela Arévalo Hernández, quien se encontraba por la vereda el día que desapareció el señor Isaac Galeano Arango, señaló
:

…para declarar sobre un muchacho que se llama Harold y que cogieron por una vereda, no recuerdo la vereda porque yo no voy por allá. Eso ocurrió el siete (7) de diciembre del año pasado, no recuerdo la hora, o sea yo venía en un carro que el horario a esa hora eso es un jeep willys, no recuerdo el color, venía de hacer una visita a una señora Gloria N., la que tiene una tienda en Quebrada Negra, a la señora la conozco hace año y medio más o menos, yo quedé de ir donde ella como ocho días antes cuando nos encontramos en una reunión que había cerca de mi casa, era un bautizo, yo subí, recogí las fritas (sic) me monté en el jeep veníamos varios, no sé cuántos, yo me senté en la parte de adelante del carro, atrás venían personas pero no sé cuántos, venían unos sentados y otros de pie, llegando al frente de una finca nos paró un señor, el señor estaba con otros tipos que eran como tres y al otro lado varios, ellos estaban vestidos de civil, ellos no tenían nada que los identificara como de alguna autoridad, ellos estaban con varios carros, como tres creo haber visto, no reparé bien, ellos nos pararon y dijeron que nos bajáramos para una requisa, las mujeres (sic) no nos bajaron, en el carro veníamos como tres mujeres, a los hombres sí, luego requisaron a los señores y luego nos dieron vía libre, nos vinimos con el señor del carro, yo no tengo bien presente al conductor, ahí fue cuando oí el comentario de los que viajaban en el carro que dijeron “ve la SIJIN qué hace por acá”, cuando yo voltié (sic) a mirar para una de las camionetas vi a Harold, lo vi atrás en una de las camionetas, que era como blanca, el tipo tenía las manos para atrás y sin camisa, yo en ese momento estaba a una distancia de casi veinte metros (señala la declarante una distancia de más o menos 15 metros y ello tomando en cuenta los puntos señalados) ya luego seguimos (…) yo solamente vi el vehículo donde estaba HAROLD que era como blanco y digo que era de la sijin porque el mismo conductor dijo eso (…) veníamos más de tres personas (…) yo no vi armas, eran todos hombres, tampoco les vi logotipos (…) Yo lo vi de medio lado, no le vi bien la cara, solamente de medio, yo sí lo vi de medio lado supe que era HAROLD porque es muy conocido, eso sí no me equivoqué (…).

En otras oportunidades, la misma testigo reiteró su dicho y afirmó que su paso por la zona fue hacia la 1:30 p.m. y que vio al señor Isaac Harold en una camioneta blanca, sin camisa, con las manos hacia atrás y en medio de cuatro personas
. También afirmó que no conocía a Yimmy Alexander Bolívar o a Pedro Bermúdez
.

4. El señor Yhon Jairo Castaño Ocampo, quien transitaba por la zona para la fecha en la que desapareció el señor Isaac Galeano Arango, señaló
:

…yo iba en un carro con un señor Tiberio no le sé el apellido es conductor de un jeep, era que yo venía a comprar una carne para los trabajadores y nos pararon, en ese carro íbamos Tiberio, una señora que no conozco iba pagando una carrera y yo nadie más, y nos pararon fue un poco de gente armada, eran como diez, tenían como ropa de policía, algunos estaban sin camisa, llevaban como fusiles todos, habían dos camionetas blancas de ellos como bléiser (sic), había una camioneta marrón Toyota, venía un señor que es mayordomo de la finca Las Margaritas él venía pero no sé decirle en qué parte concretamente solamente vi que subió a la parte de adelante él llama (sic) ÉDGAR, en la parte de atrás de una de las camionetas blancas tenían al señor desaparecido a quien yo siempre conocí como HAROLD, lo tenían encañonado, con él habían dos personas una a cada lado, él llevaba una camisa al hombro, él estaba sin camisa puesta (…) algunos de ellos estaban sin camisa, pero los pantalones de todos eran iguales verdes como los pantalones que tienen los policías, eran haga de cuenta la policía, todos tenían armas fusiles y botas militares gorras de la policía, como las que utilizan los bachilleres (…) Pues los vehículos se dirigían a Quebradanegra (sic), es todo lo que sé, porque para Calarcá se dirigía pero el mayordomo de la finca o sea el señor ÉDGAR (…)  pues no conozco los distintivos de la SIJIN, les vi fue como lazos parecidos a los que utiliza la P.M. (…) En el Jeep íbamos tres yo don TIBERIO que es el conductor y una señora que iba pagando una carrera (…) pues fuimos interceptdos (sic) en predios todabía (sic) de la finca Las Margaritas, eran tres vehículos las dos camionetas blancas y en una de ellas llevaban a HAROLD (Isaac), y una camioneta marrón que era donde iba el mayordomo de Las Margaritas, esta última se dirigía como a Calarcá y las camionetas hacia Quebradanegra (sic) (…) Pues él [Isaac] miró y no fue más, pero no me imaginé nada malo (…) el que me pidió la cédula me preguntó que para qué llevaba tanta carne, que eso era sospechoso, que parecía que yo llevaba eso para la guerrilla (…) Él [Isaac o Harold] estaba como a veinte metros de donde yo estaba (…).

En declaración extra juicio el mismo testigo sostuvo que el 7 de diciembre de 2000, cuando se dirigía a la finca La Samaria, la cual administraba, a la altura de la finca Las Margaritas, vio al señor Isaac Galeano Arango en una camioneta Ford blanca, sin camisa, esposado y retenido por personal de la SIJIN. Indicó, además, que en una oportunidad fue abordado por un miembro de la SIJIN que lo invitó a hacer parte de un grupo de limpieza social que actuaría en el barrio Llanitos de Gualara
.

Declaraciones de descargo:

1. El señor José Édgar Alzate Gutiérrez, administrador de la finca Las Margaritas, afirmó que el 7 de diciembre del año 2000, hacia el mediodía, se encontraba junto al señor Jaime Jiménez cortando un racimo de guineo cerca de la finca que administraba, cuando una camioneta paró y personas vestidas de civil los requisaron y revisaron sus documentos. Aseguró que no fue víctima de extorsión, motivo por el que no denunció el delito y que no conoció al señor Isaac Galeano Arango
.

En oportunidad posterior, sostuvo que se desplazaba en una camioneta de estacas, que el señor Jaime fue quien conversó con los señores del retén y que, luego de verificada la documentación, continuaron su camino a Calarcá
. Luego explicó que paraban en la camioneta (en la que se movilizaban el señor Jaime, su hermano y él) a cortar los racimos de guineo y luego continuaban; sostuvo además, que no conoció que el orden público estuviera perturbado en los alrededores de la finca y que no tenía relación alguna con la fuerza pública
.

2. El señor Tiberio Cruz Lugo, transportador, afirmó
:

…PREGUNTADO: Usted en diligencias que cursa (sic) en esta investigación, verbigracia en declaración realizada por la Procuraduría General de la Nación el 15 de febrero de 2002 manifestó que el día 7 de diciembre de 2000 aproximadamente a las 3 o 4 PM, en la vía que de Calarcá conduce a la Vereda Quebrada Negra, en el sector conocido como del Diamante, fue detenido por personas de la SIJIN quienes portaban brazaletes identificadas como tal. Recuerda ese día, qué vehículo conducía Usted. CONTESTÓ: yo conducía un Willys color marrón de placa WRJ 205 con capacidad por tránsito 8 personas pero pueden caber hasta 20 personas (…) iba la señora que me pagaba la carrera
 y otro muchacho que recogí en la vía (…).

Este dicho coincide con el rendido en oportunidad anterior, en el que hizo hincapié en que se trataba de sujetos vestidos e identificados con el logotipo de la SIJIN o de la DIJIN (ocho o más personas) que estaban armados, iban en una camioneta blanca y se encontraban en inmediaciones de la finca Las Margaritas, sobre las 3:00 p.m., pidiendo documentos a quienes pasaban por ahí
. Afirmó que en el vehículo que conducía iban una señora (Oriola, a su lado) y dos muchachos, a quienes les preguntaron por el contenido de los paquetes que llevaban, a lo que respondieron que se trataba de carne
. Indicó que no los hicieron bajar del rodante, solo les pidieron sus documentos para identificarlos, de manera que retomó su viaje rápidamente
. También sostuvo que el señor Édgar Alzate, administrador del inmueble mencionado, salió en una camioneta color marrón
, no obstante, en otra oportunidad indicó que el vehículo apenas llegaba a la finca. Solicitó en distintas oportunidades que no lo llamaran más a declarar, pues ya había dicho todo lo que sabía
.

3. La señora Oriola Quintero, pasajera del jeep que conducía el señor Tiberio Cruz Lugo, afirmó que el vehículo en el que se desplazaba fue detenido momentáneamente por personas que se encontraban en la vía y que no recordaba los detalles del episodio. Señala el acta de la audiencia que la testigo irrumpió en llanto ante las preguntas que le eran formuladas
.

4. El señor Pedro José Barreto Pedreros, miembro de la SIJIN, en versión libre y espontánea manifestó
:

…para el mes de diciembre del año antepasado estando de Jefe el señor Mayor HUGO JAVIER AGUDELO SANABRIA, me notificó para que lo acompañara junto con otras unidades a verificar una información sobre 3 personas uniformadas que estaban extorsionando en una finca llamada Las Margaritas por el lado de Quebrada Negra, casi de inmediato salimos y entonces él preguntó quién de nosotros conocíamos por ese sector, yo le manifesté que (…) me había trasladado y conocía al menos la carretera que conduce a Quebrada Negra casco urbano (…) tomamos entonces esta carretera y a partir de que pasamos un puente sobre el río que no me acuerdo su nombre fuimos preguntando a los transeúntes sobre la ubicación de la finca las margaritas y nos decían que quedaba más arriba y así fuimos siguiendo hasta que por al coger (sic) una curva al frente de una casa finca estaba un señor delgado, alto, como barrosa la cara, a quien se le preguntó sobre la ubicación de dicha finca, este se queda mirando hacia dentro del carro y preguntó que si éramos de la policía, porque él era el que había solicitado el servicio, yo no me acuerdo si el señor Mayor Agudelo se bajó hablar (sic) con el señor, pero me parece que habló desde el carro, allí el señor mayor nos dijo que al parecer los tipos ya se habían ido, pero que siempre se metía por un guadual que estaba en una curva más adelante, según lo que le había manifestado el informante, continuamos y al frente de se (sic) guadual habían unas personas y me parece que dos (2) vehículos, nos bajamos, los requisamos y los detallamos pero no nos daba las características de las personas que estaban extorsionando, además que todos estaban normalmente de civil y lo que se sabía los extorsionistas estaban uniformados, estas mis (sic) personas nos indicaron que la finca Las Margaritas estaban (sic) más adelante, en un portón grande metálico, continuamos hacia el sitio (…), en eso apareció un señor que habló con el mayor Agudelo, entonces ya el señor Mayor dijo que nos regresábamos, palabras textuales “eso como que es pura mierda, porque el señor dice que aquí no ha venido nadie” y salimos y nos vinimos para Armenia a continuar con nuestras labores (…) en forma personal tomé la determinación de ir hasta el sitio y establecer quiénes eran las personas con las cuales había hablado el Mayor Agudelo, en esos días el señor Agudelo fue relevado de la SIJIN y entonces un día cualquiera que no recuerdo la fecha le ordené a los señores: intendente SORÍN BENITES ARANGO y al agente ÁLVARO ORTEGA VALENCIA, para que me acompañara hasta el sitio y tomara unas declaraciones sobre unos hechos en ese lugar y nos trasladamos en el vehículo de mi propiedad que es un campero Samurai, ubiqué los sitios afortunadamente encontré inicialmente al señor que hablado (sic) con mi Mayor Agudelo de nombre DIDIER a quien se le recibió una declaración sobre nuestro desplazamiento a dicho corregimiento, igual hice en la finca las margaritas donde se ubicó al señor que habló con el Mayor Agudelo y al propio Administrador de la finca, quien manifestó que él había sido una de las personas que habíamos requisamos (sic) donde estaban los vehículos ya que se dirigía para Calarcá (…) para la fecha en que yo fui a un procedimiento en esa vereda no se presentó capturas (sic), segundo, no se realizó ningún tipo de retén, solamente se requisaron pero de paso unas personas que estaban al lado de unos vehículos al lado de la finca Las Margaritas, y eso porque estaban al frente del guadual que según el informante ingresaban los extorsionistas y como le dije fuimos en una camioneta tipo blezer (sic) que no es de platón. Dicho desplazamiento no fue al medio día sino en horas de la tarde (…).

Sostuvo también que el día 8 de diciembre de 2000 volvieron al lugar, esta vez acompañados de miembros de la contraguerrilla, pues hubo nuevas denuncias relacionadas con extorsión que causaron sospechas de una emboscada. Indicó en otra declaración que sugirió a su superior que volvieran a la zona para verificar la información relacionada con la desaparición de Isaac Galeano Arango, pero el mayor Agudelo se opuso, aduciendo que era mejor mantenerse al margen; posteriormente el mayor Agudelo fue relevado de la SIJIN y reemplazado por el mayor Varón quien sí autorizó el desplazamiento, entonces el deponente afirmó en esta oportunidad que fue a la zona junto con los uniformados Azorín y Ortega, de la unidad investigativa, para que recibieran los testimonios de aquellos que supieran sobre la desaparición en comento
.

En oportunidad posterior, bajo la gravedad de juramento, manifestó que cuando llegaron a la casa de la finca Las Margaritas, hacia las 3 o 4 p.m., los atendió el señor Juan Ancizar Montenegro Burbano, quien dijo que se encontraba solo en el inmueble y que su función era la de cuidarlo. Según dijo, no entraron a la casa de la finca mencionada. Luego de retirarse del lugar, camino a la ciudad de Armenia, interrogaron a dos personas (Jaime Jiménez Buitrago y Édgar Alzate Gutiérrez –administrador de la finca Las Margaritas-) que se encontraban en una camioneta roja, quienes no se ajustaron a las características mencionadas por el señor Jesús Didier García Zabaleta. A este último se lo encontraron más adelante, en compañía de la señora Ester Julia Pareja Rodríguez, quien se encontraba muy nerviosa, recién operada y les indicó que ella vio a los sujetos encapuchados en horas de la mañana
. En indagatoria reiteró su dicho
.

5. El Teniente Óscar Javier García García, en diligencia de versión libre, narró:

El día 7 de diciembre me encontraba en la Seccional de Policía Judicial y de allí nos trasladamos en compañía del señor Mayor Agudelo, Sargento Barreto, el Subcomisario Hernández y el Sargento Díaz hasta el corregimiento de Quebrada Negra a verificar una información de una supuesta extorsión que en ese sector del departamento se estaban (sic) presentado. Subimos hasta una finca allí mi Mayor Agudelo se entrevistó con un señor que era el administrador de la finca “Las Margaritas”, hablaron un momentico, se hizo una descubierta y nos regresamos, no encontramos nada y nos devolvimos (…) [fuimos] en el vehículo que tenía para esa época asignado mi Mayor Agudelo, era una camioneta FORD EXPLORER Blanca, cabinada, no recuerdo la placa, modelo nuevo más bien (…) al día siguiente 8 de diciembre subió otro personal Mi Mayor Agudelo regresó con el Sargento Díaz, no tengo claro el motivo por el cual ellos regresaron, pero sé que subieron nuevamente a la finca
.

El mismo deponente, ante otro requerimiento, reiteró su dicho y sostuvo que ese día no hubo capturas y que salieron alrededor del mediodía a verificar la información relacionada con la comisión de una extorsión. Afirmó que vestían las gorras y chalecos de la institución; además estaban armados con pistolas y revólveres de dotación. Una vez llegaron a la finca Las Margaritas, el mayor Agudelo habló con una persona y luego retomaron el camino a Armenia
.

En audiencia de interrogatorio manifestó que el 7 de diciembre de 2000 estuvo encargado de conducir la camioneta en la que los uniformados se transportaron a la finca Las Margaritas, en la que no se cruzaron con ningún vehículo. Luego de retirarse del lugar, procedieron a la verificación de antecedentes de transeúntes de la vía, motivo por el que todos los uniformados descendieron de la camioneta. Afirmó que contaban con revólveres y pistolas 9 mm, las que eran suficientes para reaccionar en contra de los extorsionistas que buscaban
. Reiteró su dicho en indagatoria
.

6. El Mayor Hugo Javier Agudelo Sanabria, mediante declaración libre y espontánea sobre los hechos relacionados con la desaparición del señor Isaac Galeano Arango, sostuvo
:

El día 7 de diciembre del 2000 se recibió una llamada donde una persona manifestaba que por el sector o jurisdicción de Quebrada Negra, municipio de Calarcá (Quindío) se encontraba unos (sic) sujetos encapuchados con prendas camufladas extorsionando a un señor de la finca Las Margaritas, días antes en ese sector se había presentado algo similar, y por la vía que llega de Quebrada Negra a Calarcá se instaló un retén con Policía Uniformada, lográndose la captura de una persona, hombre quien tenía en un morral una granada, un uniforme camuflado y un brazalete con la letra AUC, entonces asumiendo que se podía tratar de delincuencia común procedí a salir con un grupo hacia el sector de la Vereda Quebrada Negra, ese desplazamiento lo hice en el vehículo que tenía asignado Ford Explore (sic) Blanca, por el camino íbamos preguntando dónde quedaba la finca que se nos había indicado, en cierto punto del camino le pregunté a un hombre si sabía dónde quedaba la finca la Margarita (sic), este tipo se quedó mirándome y me preguntó si éramos policías, yo me quedé mirando y le pregunté si él era el que había llamado, me contestó que sí, acto seguido nos bajamos del vehículo, yo hice retirar a esta persona más abajo y lo orillé a la carretera, pensando en nuestra seguridad, los otros policías se bajaron por prestar la seguridad y yo le pregunté al señor qué pasaba, él me indicó que había unos sujetos con camuflado, que en ese momento se encontraban por un guadual y que se encontraban realizando extorsiones por el sector y mencionó la finca Las Margaritas, nos subimos al vehículo los policiales y continuamos a buscar el sitio del guadual, allí nos bajamos, hicimos una búsqueda que el sujeto nos había indicado, pero no se observó absolutamente nada, de allí nos fuimos a la finca las margaritas, que quedaba un poco más arriba, al llegar nos encontramos dos hombres, hable con unos de ellos (sic) le pregunté si había visto persona estraña (sic) y si era cierto que se está realizando extorsión, me contestó que no, le solicité autorización para requisar la casa de la finca no se observó absolutamente nada aparte de estas dos personas, procedimos a salir de la finca y unos metros más abajo, venía un vehículo subiendo por lo que procedimos a bajarnos del vehículo orillándolo, paramos el otro vehículo e iniciamos a realizar revisión de los vehículos que pasaban por el sector, incluyendo un vehículo que ya se encontraba parqueado en el sitio que nosotros (sic) llegamos, estuvimos ahí poco tiempo y nos retiramos hacia Armenia, al día siguiente se volvió a recibir llamada, pensando que el sitio es considerado de influencia guerrillera, y temiendo una emboscada procedí a solicitar apoyo de la contraguerrilla, llegamos nuevamente al sitio paramos en el guadual, pues la información era la misma que los tipos estaban en el Guadual, procedimos a instalar un retén y con parte de la contraguerrilla se hizo un barrido hacia la parte superior del guadual la que da contra la montaña, no se encontró nada ese día tampoco, por lo que levanté el retén y nos trasladamos nuevamente a Armenia (…) quiero manifestar al Despacho que para este operativo utilizamos el chaleco identificativo de la SIJIN (…), ni locos estaríamos sin armamento en un sitio de esos (…).

En otra oportunidad, el mismo declarante reiteró lo antes transcrito e indicó que, si bien el personal de la SIJIN vestía de civil, una vez llegaron al sitio, cambiaron la indumentaria por el chaleco de la entidad. Indicó que no se hizo ninguna captura y que el 7 de diciembre no utilizaron camionetas de platón en el operativo
.

En sede de interrogatorio, rendido dentro de la audiencia de juzgamiento (10 de septiembre de 2012), el uniformado agregó a lo antes esbozado que la llamada por la que se denunciaba el delito de extorsión la realizó el señor Jesús Didier García Zabaleta, quien le indicó que dos personas se encontraban extorsionando a vecinos, así, entonces, llegaron a realizar la verificación de la información a la finca Las Margaritas y no habiendo resultados, regresaron al municipio de Calarcá a las 4:30 p.m. o 5:00 p.m. En esta oportunidad también mencionó que la señora Ester Julia Pareja, vecina del sector, fue testigo de las actividades desplegadas y constató que no hubo capturas. Indicó también que la camioneta Ford Explorer blanca en la que se movilizaban el día de los hechos, tenía los vidrios abajo e insistió en que ese día no se realizaron capturas y que era normal, en ausencia de hechos relevantes, omitir las anotaciones en los correspondientes libros de minuta. En cuanto al dicho de los testigos que afirmaron que fueron sujetos de requisas, sostuvo que no los conocía y que los mismos faltaron a la verdad. Finalmente, justificó que no se procedió a investigar la desaparición del señor Isaac Galeano Arango, pues nunca se les asignó por ninguna entidad esa misión de trabajo
. En otra oportunidad, el mismo indicó que en la finca Las Margaritas los atendieron dos personas quienes, además, les permitieron ver por las ventanas de la casa que no había nadie escondido
. Reiteró su dicho en indagatoria
.

7. El señor Rodibelson Díaz Hernández, suboficial de la Policía Nacional, en versión libre y espontánea sostuvo
: 

Sí yo participé de esa actividad, recuerdo que iba mi Mayor, mi Teniente García, mi Sargento Barreto, creo que iba uno o dos policiales más, que no recuerdo sus nombres. Desconozco si hubo informe, porque eso lo manejó mi Mayor, no hubo ninguna novedad, no ameritó (…) yo recuerdo que llegamos a la finca y yo empecé a mirar hacia la parte baja, recuerdo que fue mi mayor quien habló con el mayordomo o administrador (…) era una camioneta, allí íbamos como 4 o 5 personas (…) Lo que puedo decir es que en el procedimiento no hubo capturo (sic), lo que me manifestó mi Mayor era que íbamos por unas personas uniformadas, que estaban extorsionando, pero no se vio personas con dichas características, por ende no hubo captura (…) Nosotros bajando requisamos unos Willys, gente normal, de civil, no se observó gente con características que daban en la información (…) recuerdo que [al día siguiente] íbamos con la contraguerrilla y se hizo un barrido o descubierta por las fincas patrullando (…).

Cuando fue interrogado en la audiencia de juzgamiento, el 17 de septiembre de 2012, el policía afirmó que cuando fueron a verificar la información relacionada con una posible extorsión en la finca Las Margaritas, los señores Jesús Didier y Esther Julia corroboraron que, en efecto, dos personas encapuchadas estaban rondando el sector, empero, no encontraron a nadie con esas características. En esta oportunidad sostuvo que participó en el operativo que se ejecutó el 8 de diciembre de 2000, sobre las 4:00 p.m., cuando miembros de la SIJIN (a quienes dijo no recordar) fueron a la misma vereda, esta vez acompañados de miembros de la contraguerrilla, para verificar la información suministrada el día anterior
.

En declaración injurada narró que el procedimiento del 7 de diciembre de 2000 se llevó a cabo después de la hora de almuerzo, es decir, sobre las 2 o 2:30 p.m. y asistieron vestidos de civil, pero identificados con chaleco y gorra de la institución. El mayor Agudelo habló con un señor cerca de la finca y luego, de regreso, requisaron uno o dos vehículos
. Lo anterior coincide con lo dicho en indagatoria
.

8. El señor Diego Alberto Hernández Londoño, suboficial de la Policía Nacional, en declaración libre y espontánea afirmó
:

No recuerdo el día y la hora exacta, pero tratarse de ese sitio Quebrada Negra, recuerdo al mando del señor Mayor Agudelo nos desplazamos hasta el sitio con el fin de verificar la información que él recibió a través de línea telefónica, el Mayor llamó al Teniente García, recuerdo también al Sargento Díaz, mi persona, no recuerdo de otro. Llegamos al sitio sobre la vía él habló con un señor, el señor le indicó que en un guadual habían unos tipos vistiendo prendas de uso privativo de las fuerzas militares, posiblemente con el objeto de atracar o atentar contra las personas del sector, mi Mayor nos indicó los pasos a seguir y nos tomamos con las medidas de seguridad del sitio donde presuntamente estaban los tipos, pero al término del registro de ese bosque de guadua no encontramos nada, luego fuimos a una finca y él habló con un señor y le dijo que la información había sido errada, a la salida requisamos algunos vehículos que transitaban por el sector y regresamos a Armenia (…) yo recuerdo que nos fuimos en el carro de mi Mayor, es una camioneta Ford Cabinada (sic), de color blanco (…) Desconozco qué pudo haber pasado, pues la diligencia que cumplimos nosotros fue verificar la información que recibió mi Mayor y en la SIJIN no hemos tenido camionetas de platón al servicio, y para la fecha tampoco capturamos a ninguna persona (…) la hora no la recuerdo bien, fue el transcurso del recorrido al regreso que requisamos las personas que se desplazaban en vehículos Willys, a quienes requisamos con el debido respeto e identificándonos como miembros de la Policía adscritos a la SIJIN, todo transcurrió sin novedad (…).

En audiencia de interrogatorio, el mismo uniformado manifestó que atendieron el llamado de un ciudadano que denunció la presencia de dos encapuchados que posiblemente iban a extorsionar a los propietarios de la finca Las Margaritas, en la que, al momento de la verificación, no había vehículos estacionados. Narró que en el lugar se encontraban quien llamó y una vecina, quien vio a los encapuchados
.

En versión libre, sostuvo que la verificación de la información tuvo lugar pasado el mediodía de ese 7 de diciembre de 2000. Asistieron a la zona denunciada vestidos de civil, pero con chaleco y gorra de la institución y en la verificación no fue necesario exhibir las armas que portaban. Sostuvo que el desaparecido pudo ser víctima de sus cómplices en la extorsión o que podría estar integrando las filas de un grupo armado ilegal
.

No obstante, en sede de indagatoria sostuvo que, cuando entraron a la finca Las Margaritas sí exhibieron las armas, por precaución, dado que no conocían las seguridades del lugar
.

9. La señora Esther Julia Pareja, residente de la finca Tribuna, parte integrante de la Hacienda la Margarita, narró con relación a los hechos de 7 de diciembre de 2000
:

Para el siete de diciembre bajaron dos muchachos encapuchados en un Willis (sic) color verde con llantas o rines plateadas, no recuerdo las placas, ellos bajaron y el conductor del wilis (sic) los descargó en el guadual y ellos se quedaron ahí, luego salieron todos encapuchados y cogieron carretera abajo y ya después a eso de la una de la tarde yo corrí y me encerré en la casa, luego me tocaron la puerta y era uno de los encapuchados, yo abrí la puerta y el muchacho me dijo que por qué estaba encerrada y yo le dije que era que tenía dolor de cabeza, luego este muchacho empezó a preguntarme por el señor de la hacienda la margarita y yo le dije que no sabía, este muchacho encapuchado dijo que iba a ir a buscar al señor de la hacienda, luego yo salí para la finca mi rancho y me puse a llorar y le comenté al señor DIDIER GARCÍA y él me dijo que me calmara. A eso de las tres de la tarde de ese mismo día llegó la policía a buscar los encapuchados pero no los hallaron debido a que llegaron muy tarde y los encapuchados ya se habían ido. La policía entró a mi casa y la requisó por todas partes y luego se subieron hacia la mata de guadua pero no encontraron a los encapuchados. También la policía volvió el día siguiente a buscar también a los tipos pero tampoco los encontró (…) No se capturó a nadie como tampoco hubo enfrentamiento (…) No sé quiénes eran ni los había visto antes (…) Ellos no volvieron y no se volvió a saber nada de ellos (…).

Posteriormente, rindió testimonio en el que manifestó que los encapuchados estaban vestidos de color verde. En esta oportunidad indicó que, luego de conversar con el señor Jesús Didier, se la pasó fuera de la casa vigilando si los encapuchados volvían, luego entró a acabar de preparar el almuerzo y el antes mencionado la llamó para que saliera a la carretera, pues miembros de la Policía querían conversar con ella. Además, indicó que a las 6:00 p.m. de ese mismo día pasó el Ejército haciendo ronda; que el señor Édgar Alzate era su jefe y que no volvió a hablar con el señor Jesús Didier por miedo a lo acontecido
.

10. El señor Jesús Didier García, mencionado en el anterior testimonio, relató
:

Para esos días de diciembre venían a este sector unos tipos encapuchados y con prendas militares, ellos venían a extorsionar los dueños de las fincas, entonces yo viendo que ya venían a extorsionar al dueño de esta finca y como yo soy familiar de ellos yo no lo permití sino que llamé inmediatamente a la Judicial, ellos vinieron hicieron un operativo en este sector, pero como yo llamé por la mañana y la judicial vino por la tarde ya no encontraron a los encapuchados, como no encontraron a estos sujetos la policía se volvió a ir, luego al otro día volvieron los mismos encapuchados y se hicieron en la parte alta de la platanera y cuando vieron que venía un camión de la policía de contraguerrilla se volaron y se escondieron en un guadual y la policía no los pudo encontrar, luego estos sujetos salieron a la carretera a eso de las ocho de la noche en ese mismo día ya cuando la policía se había retirado, estos [ilegible] bajaron de civil a la carretera y ya no volvieron más (…) Ellos eran tres y a veces venían cuatro con un conductor que también se disfrazaba de encapuchado, pero siempre venían tres o los cuatro, ellos andaban en un Willis de color verde no sé las placas pero la señora ESTER JULIA de la finca tribunas sí sabe estas placas. Nunca pudimos saber quiénes eran estos tipos, nosotros los conocíamos de vista porque ellos llegaban de civil, se ponían los camuflados en el guadual (…) por aquí no lograron capturar a nadie como tampoco hubo algún enfrentamiento (…).

Bajo la gravedad de juramento, sostuvo que el día 8 de diciembre de 2000, quienes visitaron la zona fueron los mismos policías que estuvieron el día anterior atendiendo su primera llamada para informar sobre la posible extorsión cometida en la zona. Agregó que vio a los extorsionistas y se escondió en su casa por temor. Indicó que la señora Esther Julia probablemente se confundió en su relato, pues los únicos efectivos que fueron a verificar la seguridad de la zona eran de la Policía
.

11. El señor Juan Ancizar Montenegro Urbano, trabajador de la finca Las Margaritas, sostuvo que el 7 de diciembre de 2000 llegaron sobre el mediodía algunas personas armadas, en una camioneta blanca, que lo requisaron y luego se fueron
.

Decisiones en sede penal y disciplinaria

1. Mediante auto de 26 de septiembre de 2001, la Fiscalía Catorce de Patrimonio Económico Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Armenia se abstuvo de abrir investigación penal por el delito de secuestro simple, por la desaparición del señor Isaac Galeano Arango. Lo anterior, en cuanto no consideró que hubiera claridad en la participación de algún servidor público en la comisión del punible
.

2. Por su parte, por medio del proveído del 29 de abril de 2002, la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos ordenó la apertura de la investigación disciplinaria en contra del mayor Hugo Javier Agudelo Sanabria, el teniente Óscar Javier García García, los señores Diego Hernández Londoño, Pedro José Barreto Pedreros y Rodibelson Díaz Hernández. Al efecto, se indicó que de acuerdo con las pruebas recaudadas los mencionados podían estar implicados en la desaparición del señor Isaac Galeano Arango
.

3. En inspección judicial realizada por la Procuraduría General de la Nación el 24 de junio de 2004, el funcionario de la Procuraduría comisionado solicitó que se le suministrara una camioneta similar a la utilizada por la SIJIN y mencionada por los testigos (Ford, cabinada, blanca), con la finalidad de determinar las condiciones de visibilidad y si era posible determinar quién se transportaba en su asiento trasero. Sobre el particular precisó
:

Es de anotar, que el despacho consideró pertinente tomar fotografía desde 20 metros de la camioneta blanca, avanzando cada 10 metros, una frente al vehículo Ford Explore (sic), además varias fotografías del terreno en forma panorámica, con el fin de demostrar la topografía del terreno y la visualización hacia la finca las margaritas. Además se deja constancia que desde los 20 metros hacia la camioneta Ford Explorer en los dos sentidos, no se puede apreciar los ocupantes de la camioneta en la parte de atrás. Igualmente se pudo apreciar como en el punto conocido como El Diamante hoy en día solo existe una casa pequeña destruida y no existe ningún aviso o forma para identificarla (…).

4. En inspección llevada a cabo por la Policía Judicial se determinó
:

Versión del testigo Tiberio Cruz Lugo (1), plano 717A, ubica el campero jeep Willys de placas WRJ205, donde la policía le hace el alto, lleva la ruta de Calarcá a la vereda Quebrada Negra, llevaba dos pasajeros, ubica dos automotores al otro lado de la vía, señala el sitio donde existía una vivienda, en el momento de la diligencia no hay vestigio de la construcción; manifiesta no haber visto ninguna persona detenida.

Versión del testigo Jairo Castañeda Ocampo (2) plano 717B, ubica el sitio a 30 metros más adelante de la anterior versión, entre Calarcá y la vereda quebrada negra, pasajero del campero jeep willys, ubica tres carros, carro de la policía, carro del administrador de una finca y otro carro, manifiesta haber visto a la víctima en los puesto (sic) de atrás en el automotor de la policía de placa BON126.

(…)

Versión de los Iniciados (sic) Hugo Javier Agudelo Sanabria (3), Óscar Javier García García (4), Pedro José Barreto Pedrero (5), Diego Hernández Londoño (6), Rodibelson Díaz Hernández (7), plano 717C, tomando la vocería de los iniciados el agente Agudelo (3), ubicando el carro en el que se desplazaba en sentido Calarcá Quebrada Negra, ubica al campero de placa WRJ205, solicitan papeles de identificación a los ocupantes, manifiesta que en el sector había una vivienda, el día de la inspección no se observa vestigio de la construcción, en la versión del agente el recorrido de la patrulla era a la finca Las Margaritas.

5. El 6 de octubre de 2011 se impuso medida de aseguramiento en contra de los encartados en el proceso penal, con base en las pruebas arrimadas al infolio. En la providencia se da credibilidad a los testigos de cargo, quienes, se afirma, han sido persistentes en su dicho
.

6. El 3 de abril de 2012, la Fiscalía General de la Nación profirió resolución de acusación en contra de los uniformados, en cuando consideró que tenían conocimiento sobre quiénes conformaban la banda de extorsionistas que operaba en la región y de la que, aparentemente, hacía parte el señor Isaac Galeano Arango, sin que pudiera considerarse que su desaparición atendió a un ajuste de cuentas, en cuanto sus cómplices se encontraban detenidos o huyendo de las autoridades. Esto, aunado a las demás pruebas recaudadas, llevó a la Fiscalía a formular acusación contra los agentes que participaron en el operativo por el delito de desaparición forzada
.

El fallo en sede disciplinaria

1. La Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos, mediante fallo de primera instancia del 15 de septiembre de 2004 declaró responsables disciplinariamente y destituyó a los uniformados Hugo Javier Agudelo Sanabria, Óscar Javier García García, Diego Hernández Londoño, Pedro José Barreto Pedreros y Rodibelson Díaz Hernández, por la desaparición forzada del señor Isaac Galeano Arango, ocurrida el 7 de diciembre del 2000. Señala la providencia
:

…es necesario cuestionarnos nuevamente si el señor Isaac Galeano Arango fue aprehendido por miembros de la SIJIN, Quindío y, en esa medida concluir lo que corresponda en derecho. Si bien es cierto, que no existe prueba directa que nos señale la aprehensión, debemos decir que en materia probatoria, la falta y la responsabilidad del disciplinado podrá demostrarse con cualesquiera medios de prueba legalmente reconocidos, con la única limitación que deben cumplir los requisitos intrínsecos y extrínsecos necesarios para que sean legalmente aportadas al proceso y puedan valorarse. Esto es, deben ser idóneas, pertinentes y conducentes y deben llenar cada uno de los requisitos establecidos en la ley y aportarse oportunamente al proceso, es decir, dentro de los términos legales previstos para ello y ordenadas por autoridad competente.

Ahora bien a partir de la queja, ampliación y ratificación que hace la señora Heroína Galeano Arango, si bien como los menciona los (sic) diferentes defensores presenta algunas inconsistencias, sin embargo nos permite llegar a la conclusión de la existencia de hechos con fuerza demostrativa, no contradictoria ni anfibológica.

(…)

En el caso concreto, el último día que vieron al señor Isaac Galeano Arango fue el 7 de diciembre de 2000 en la vereda Quebrada Negra, en compañía de algunos miembros de la SIJIN como se demostró, no solo con la prueba testimonial sino también con la documental y la indiciaria.

(…)

Prueba de ellos (sic), de la negación total, son la ausencia de anotaciones en los libros llevados por la SIJIN (libro de minuta diaria, libro de minuta de guardia) no solo de la captura sino de la misma operación que dieron como resultado los hechos (fls. 42 y siguientes c. o. 1), además del oficio de fecha 20 de febrero de 2001, donde el Mayor Agudelo Sanabria niega la captura del señor Galeano. Pero, sorpresivamente acepta el operativo. Igualmente están las diferentes manifestaciones de los implicados donde niegan la aprehensión y retención del señor Isaac Galeano Arango. De lo anterior se puede decir que se omitió dar información a los familiares de Isaac Galeano Arango, del lugar donde el mismo se encuentra vivo o muerto.

2. La Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, el 2 de diciembre de 2004, revocó la decisión y absolvió a los encartados. Indica el fallo
:

Como lo dice el a quo, es cierto que en los libros que se llevan en la SIJIN no quedó registrada la salida al operativo, lo que se convierte en hecho indicador de la posibilidad de que el actuar de los policiales tuviera fines irregulares. Pero, igualmente, en esos libros tampoco aparece registrada la captura de Isaac Galeano Arango, lo que a su turno es un hecho indicador de la posibilidad de no haber sido aprehendido por aquellos. Es decir, que la falta de anotación en los libros, no es per se suficiente para superar la presunción de inocencia que cobija a los investigados.

(…)

De lo hasta ahora expuesto, la Sala Disciplinaria concluye que el acervo probatorio conduce a una duda razonable o insuperable a esta altura del proceso, que necesariamente debe resolverse a favor de los investigados y en ese sentido se tomará la decisión de segunda instancia.
Fallo en sede penal

Dentro del proceso penal seguido en contra de los uniformados que participaron en el operativo llevado a cabo el 7 de diciembre de 2000, el Juzgado Único Penal del Circuito de Calarcá dictó sentencia absolutoria el 4 de marzo de 2013, basada en el in dubio pro reo, toda vez que encontró que las versiones de los testigos de cargo no eran coincidentes entre sí, en cuanto a los detalles de las prendas portadas por los miembros de la SIJIN, sus armas y la imposibilidad de que estas, por ser de largo alcance, se transportaran en la camioneta y usaran para apuntarle al desaparecido; además, los motivos que los llevaron al lugar de los hechos no son convincentes; la forma en la que describieron la ubicación de los vehículos y la imposibilidad de ver hacia su interior, no fue conteste. Ante las falencias probatorias, el juez penal determinó absolver a los encartados, afirmándose que no toda muerte o desaparición de un delincuente debe endilgarse al Estado
.

En el desarrollo de la audiencia pública de juzgamiento (10 y 17 de septiembre de 2012) la apoderada de la parte civil dejó constancia de la actitud de los procesados, quienes tomaron fotos de los familiares de la víctima desaparecida, intimidándolos y causando miedo
. 

El hallazgo del cuerpo del señor Isaac Galeano Arango

1. El CTI de la Fiscalía, en informe del 5 de mayo de 2001, señaló que adelantó inspección en la Unidad Básica Local de Medicina Legal de Sevilla, Valle del Cauca, con el fin de precisar si unos restos óseos calcinados encontrados en el municipio de Calarcá correspondían al señor Isaac Galeano Arango. No obstante, se concluyó que ninguno de estos correspondía al mencionado
.

2. En el acta de levantamiento de cadáver hecho por la subestación de policía de Miravalles, en el municipio de la Victoria (Valle del Cauca), en zona rural del corregimiento de Rivera alta, se precisa
:

DESCRIPCIÓN DEL LUGAR DEL HECHO: 7 METROS AL COSTADO IZQUIERDO VÍA CARRETEABLE QUE DEL CGTO RIVERALTA CONDUCE A LA CIUDAD DE ARMENIA QUINDÍO, ALTURA FINCA LA TATABRERA.

ORIENTACIÓN DEL CADÁVER: CABEZA SUROCCIDENTE, PIES NORORIENTE.

POSICIÓN DEL CADÁVER: DECUBITO SUPERIOR (BOCA ARRIBA).

PRENDAS DE VESTIR: JEAN MOSTAZA, BOTAS DE CAUCHO COLOR NEGRAS, MEDIAS NEGRAS [ilegible], CALZONCILLOS COLOR AZUL.

DESCRIPCIÓN DE HERIDAS: (10) EPIGASTRIO CON ORIFICIO SALIDA HEMITORAX, UN IMPACTO [ilegible] MALAR EN LA CARA LADO DERECHO, UN IMPACTO CARA LADO IZQUIERDO REGIÓN ORBICULAR [ilegible] LABIOS, UN IMPACTO LADO OREJA IZQUIERDA, ARCO ZIGIMATICO (sic), UN IMPACTO REGIÓN OCCIPITAL, IMPACTO PARTE TRACERA (sic) OREJA DERECHA REGIÓN MASTOIDEA.

(…)

MUERTE NATURAL: HOMICIDIO.

(…)

OBSERVACIONES: SE PUDO DEDUCIR QUE EL OCCISO FUE ARROJADO AL LUGAR DONDE SE LE PRACTICÓ EL LEVANTAMIENTO, YA QUE ES MÍNIMA LA PRESENCIA DE SANGRE, LOS VECINOS DEL LUGAR NO ESCUCHARON DISPAROS, COMO TAMPOCO ES CONOCIDO EN LA REGIÓN.

3. En el informe de necropsia, elaborado por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, se indica
:

Nombre del occiso: N.N.N. (sic)

Edad: 30 a 35 años aproximadamente

Sexo: masculino

Apariencia: agricultor

Fecha y hora de ingreso: diciembre 10 de 2000





Hora: 8:00 a.m.

Acta de levantamiento: No. 004

Procedencia: Mira valle (sic), corregimiento La Victoria Valle

Necropsia solicitada por la: Policía Nacional del Cgto MiraValle (sic)

(…)

ANTECEDENTES:

Hombre que fue encontrado muerto por proyectil arma (sic) de fuego, en la Zona Rural del Municipio de la Victoria Valle, corregimiento de Mivalles (sic) en la vía pública de la carretera del Corregimiento de Riveralta que conduce a la ciudad de Armenia a 7 metros de la vía del izquierdo en la altura de la finca la Tatabrera.

EXAMEN EXTERNO:

Cadáver de un hombre adulto estado nutricional atlético, con heridas por proyectil arma de fuego en cabeza, tórax con múltiples escoriaciones en hemicara bilateral, cuello, tórax bilateral.

PRENDAS DE VESTIR:

Camisa: sin camisa, jeans color mostaza, interior color azul, medias color negro, zapatos botas de caucho color negro.

(…)

OPINIÓN:

Hombre adulto que presenta heridas por proyectil arma (sic) de fuego, que lesionan los órganos vitales produciendo un shock neurogénico e hipovolémico, que lo lleva a la muerte.

EL OCCISO:

Recibió cuatro (4) impactos de proyectil arma (sic) de fuego con sus respectivos orificios de salida excepto de un (1) proyectil que se localizó.

4-2 tórax.

El cual se anexa un (1) proyectil arma (sic) de fuego a la presente diligencia, para ser enviado a funcionarios competentes.

MANERA DE MUERTE: Presunto homicidio por proyectil arma (sic) de fuego.

EXPECTATIVA DE VIDA: 35 años aproximadamente.

OBSERVACIÓN:

Se tomaron tarjetas de necrodactilia por Unidad Local de Zarzal Valle y fue enviada a la Red Nacional Centralizada de Información de cadáveres no identificados a la ciudad de Bogotá, por lo tanto estamos esperando identificación del occiso.

4. La Defensoría del Pueblo informó al Juzgado Único Penal del Circuito de Calarcá que el cuerpo del señor Isaac Galeano Arango fue identificado por el Instituto Colombiano de Medicina Legal y Ciencias Forenses
.

5. El Departamento de Policía del Valle del Cauca comunicó el hallazgo del cadáver antes descrito a la Fiscalía General de la Nación, indicando que el occiso no era oriundo de la región, que fue hallado en una zona desolada y que seguramente tendría residencia en una de las poblaciones cercanas del Quindío
.

Pruebas de contexto

1. Se hallan copias de recortes de prensa de los diarios “La Crónica”, “La Tarde” (24 de julio de 2002), en los que se menciona la captura de integrantes del frente 50 de las FARC en el municipio de Calarcá
. 

2. También se halla copia de “El Tabloide”, del 16 de diciembre de 2000, en donde se reporta
:

El en Instituto de Medicina Legal de Zarzal reposa el cadáver de un hombre, de aproximadamente 34 años de edad, que fue hallado baleado el pasado sábado en la finca la Tatabra, ubicada en la vereda Riveralta, corregimiento de Miravalle. El occiso medía 1.60 metros de estatura, era de contextura delgada, tez blanca, tenía cabello lacio y corto y usaba bigote poblado. Al hallarlo, vestía jean mostaza marca Escombros, medias negras tobilleras y botas pantaneras pero no tenía camisa.

3. El señor Julián Paiva Moreno certificó que el señor Isaac Galeano Arango trabajaba como celador independiente en el parqueadero donde se encuentra ubicado su taller, en donde devengaba entre dos y tres millones de pesos quincenales
.

4. La Secretaría de Planeación de la Alcaldía de Calarcá informó que la Institución Educativa del Centro Poblado de Quebradanegra se construyó con ocasión de la licencia RA-024 del 16 de mayo de 2002; las obras de alcantarillado tuvieron lugar en septiembre de 2001 y el centro de salud tuvo como licencia de construcción la No. ON-286 del 28 de diciembre de 2001
.

El caso concreto

Pues bien, vistas las pruebas allegadas al trámite, se advierte que las mismas dan cuenta de dos versiones opuestas. La primera de ellas, concerniente a que el señor Isaac Galeano Arango fue retenido por los agentes de la SIJIN, quienes lo tenían esposado y sin camisa en el asiento trasero de la camioneta Ford blanca asignada para el mayor Agudelo Sanabria y que esta fue la última vez que lo vieron con vida. La segunda, según la cual el mencionado no fue aprehendido por los uniformados que acudieron a las inmediaciones de la finca Las Margaritas en la vereda Quebrada Negra, pues ese día no hubo capturas, ya que los policías no hallaron a las personas que, de acuerdo con la información proporcionada por un ciudadano, se encontraban extorsionando a los finqueros de la región.

Primeramente, sea del caso indicar que en tratándose de desapariciones forzadas, las víctimas se encuentran con la dificultad probatoria, en cuanto, dadas las particulares características de este delito, en el que se pretende borrar a una persona y el rastro que pudieran dejar las circunstancias de su desvanecimiento físico, temporal y espacial. En este sentido, la prueba indiciaria toma especial importancia, pues usualmente no se cuenta con pruebas directas sobre las circunstancias de la desaparición.

De acuerdo con Michele Taruffo, “el término ‘indicio’ se utiliza, al menos en tres acepciones principales. En una primera acepción , típica de la doctrina menos reciente, ‘indicio’ es sinónimo de ‘presunción’ (y de ‘conjetura’), en la medida en que indica el razonamiento o el argumento mediante el que se vinculan dos hechos, extrayendo de uno de ellos consecuencias para el otro. // En una segunda acepción, también muy difundida, ‘indicio’ se distingue de ‘presunción’ en la medida en que haría referencia a aquellos elementos de prueba que, a pesar de que no carecen de eficacia probatoria, no presentan los requisitos exigidos por la ley para la utilización de las presunciones simples. (…) // Existe, finalmente, una tercera acepción, más rigurosa y más clara, según la cual ‘indicio’ hace referencia al ‘hecho conocido’ o a la ‘fuente’ que constituye la premisa de la inferencia presuntiva: así pues, es un indicio cualquier cosa, circunstancia o comportamiento que el juez considere significativo en la medida en que de él puedan derivarse conclusiones relativas al hecho a probar”
.

Esta Corporación ha señalado la importancia de la flexibilización de los medios de prueba en asuntos como el de autos, en donde se advierte una grave violación a los derechos humanos
:

En la gran mayoría de casos, las graves violaciones de derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario en Colombia, cometidas en el marco del conflicto armado interno, han acaecido en zonas alejadas de los grandes centros urbanos y en contextos de impunidad. Lo anterior ha producido que las víctimas, como sujetos de debilidad manifiesta, queden en muchos casos en la imposibilidad fáctica de acreditar estas afrentas a su dignidad humana. Más aun, cuando no se ha llevado una investigación seria por parte de las autoridades competentes, como en este caso, lo cual se traduce en una expresa denegación de justicia. (…) 

Por tal razón, el juez administrativo, consciente de esa inexorable realidad, deberá acudir a criterios flexibles, privilegiar la valoración de medios de prueba indirectos e inferencias lógicas guiadas por las máximas de la experiencia, a efectos de reconstruir la verdad histórica de los hechos y lograr garantizar los derechos fundamentales a  la verdad, justicia y reparación de las personas afectadas. (…) 

Lo anterior resulta razonable y justificado, ya que en graves violaciones de derechos humamos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, se rompe el principio de la dogmática jurídico procesal tradicional según el cual las partes acceden al proceso en igualdad de condiciones y armas, pues en estos eventos las víctimas quedan en una relación diametralmente asimétrica de cara a la prueba; estas circunstancias imponen al juez de daños la necesidad de ponderar la situación fáctica concreta y flexibilizar los estándares probatorios. (…) 

Esta postura resulta acorde con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos humanos, que al respecto ha señalado que en casos de responsabilidad por violación de derechos humanos, el juez goza de una amplia flexibilidad en la valoración de la prueba (…) 

Por otro lado, es importante señalar que el Código de Procedimiento Civil en su artículo 175, permite que “cualesquiera otros medios de prueba que sean útiles para el convencimiento del juez” tengan la capacidad de acreditar los hechos objeto del proceso y, por lo tanto, el juez sin tener una tarifa legal podrá acudir a los medios de prueba que crea pertinentes para establecer los hechos de relevancia jurídica del proceso. (…) 

En consideración a los criterios de valoración expuestos, la Sala, teniendo en cuenta que el caso presente trata de graves violaciones a los derechos humanos, adecuará los criterios de valoración probatoria a los estándares establecidos por los instrumentos internacionales en aras de garantizar una justicia efectiva.

Al compás de lo anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado cómo en estos casos existen dificultades probatorias y es importante acudir a otros medios, tales como las pruebas indiciaria y testimonial, a efectos de establecer la responsabilidad que pudiera tener el Estado en las desapariciones forzadas
:

La Corte reitera a este respecto que en los casos de desaparición forzada de seres humanos es especialmente válida la prueba indiciaria que fundamenta una presunción judicial. Se trata de un medio probatorio utilizado en todos los sistemas judiciales y puede ser el único instrumento para que se cumpla el objeto y fin de la Convención Americana y para que la Corte pueda hacer efectivas las funciones que la misma Convención le atribuye, cuando las violaciones a los derechos humanos implican la utilización del poder del Estado para la destrucción de los medios de prueba directos de los hechos, en procura de una total impunidad o de la cristalización de una suerte de crimen perfecto.

En otra oportunidad, señaló
:

La Corte estima posible que la desaparición de un determinado individuo sea demostrada mediante pruebas testimoniales indirectas y circunstanciales, sumadas a inferencias lógicas pertinentes, así como su vinculación a una práctica general de desapariciones. En un caso como el presente, la Corte ha entendido siempre que las pruebas documentales y testimoniales directas no son las únicas que pueden fundamentar la sentencia. Las pruebas circunstanciales, los indicios y presunciones pueden igualmente utilizarse, siempre que de ellos puedan inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos. Como esta Corte ha advertido anteriormente [:] 

“[l]a prueba indiciaria o presuntiva resulta de especial importancia cuando se trata de denuncias sobre la desaparición, ya que esta forma de represión se caracteriza por procurar la supresión de todo elemento que permita comprobar el secuestro, el paradero y la suerte de las víctima”
.

El mismo tribunal, en el Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia, sentencia de 14 de noviembre de 2014, señaló en cuanto a la relevancia de la prueba indiciaria:

Adicionalmente, este Tribunal advierte que no existe ningún impedimento en utilizar prueba indiciaria para demostrar la concurrencia de cualquiera de los elementos de la desaparición forzada, incluyendo la privación de libertad. En este sentido, es pertinente traer a colación el caso González Medina y familiares vs. República Dominicana, en el cual la Corte por medio de prueba indiciaria concluyó que la víctima había sido detenida y, posteriormente, desaparecida forzadamente. Asimismo, en el caso Osorio Rivera y familiares vs. Perú la Corte determinó que lo sucedido a la víctima constituyó una desaparición forzada, siendo que para ello fue necesario inferir que su detención había continuado más allá de una orden de libertad. Este criterio es compartido por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos el cual ha indicado que, en casos donde no se ha demostrado la detención de una persona por autoridades estatales, se puede presumir o inferir dicha detención si se establece que la persona estaba en un lugar bajo control del Estado y no ha sido vista desde entonces.

En el mismo sentido se ha pronunciado esta Corporación, dando especial importancia a la prueba indiciaria
:

…es importante señalar que en esta clase de asuntos [falsos positivos], así como los relacionados con desapariciones forzadas, la valoración probatoria debe realizarse con especial cuidado, toda vez que conlleva una dificultad mayor que otros casos, en razón a su particularidad y características únicas. Es claro que en este tipo de delitos, no existen pruebas directas de las circunstancias en las cuales ocurrieron los hechos y los implicados tampoco son fácilmente identificados, por lo tanto, la prueba indiciaria debe ser utilizada a la hora de argumentar y fundamentar las decisiones, así lo ha reiterado esta Corporación en diferentes oportunidades
.

En la misma providencia, en cuanto a la valoración de la prueba indiciaria, se señala:

En efecto, la existencia y convergencia de hechos indicadores, los cuales se encuentran debidamente acreditados, entraña una pluralidad simétrica de hechos indicados que corresponden a las conclusiones como producto de las inferencias, a partir de un número igual de hechos probados. Y es que como ya se sabe, el indicio se estructura sobre tres elementos: 1. Un hecho conocido o indicador, 2. Un hecho desconocido, que es el que se pretende demostrar, y 3. Una inferencia lógica a través de la cual, y partiendo del hecho conocido, se logra deducir el hecho que se pretende conocer. Es así como desde 1894, el insigne tratadista Carlos Lessona, enseñaba, refiriéndose a la estructura del indicio que este: “…se forma con un razonamiento que haga constar las relaciones de causalidad o de conexión entre un hecho probado y otro a probarse…”
; o en términos de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia: “el hecho conocido o indicador debe estar plenamente demostrado en el proceso, esto es, debe ser un hecho que tenga certeza jurídica y que sirva de base para a través de inferencias lógicas realizadas por el juez en el acto de fallar, permitan llegar a deducir el hecho desconocido”.

Sobre el indicio, ha precisado la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia:

“Precisa la Corte que el indicio es un medio de prueba crítico, lógico e indirecto, estructurado por el juzgador a partir de encontrar acreditado por otros medios autorizados por la ley, un hecho del cual razonadamente, y según las reglas de la experiencia, se infiera la existencia de otro hasta ahora desconocido que interesa al objeto del proceso, el cual puede recaer sobre los hechos, o sobre su agente, o sobre la manera como se realizaron, cuya importancia deviene de su conexión con otros acaecimientos fácticos que, estando debidamente demostrados y dentro de determinadas circunstancias, permite establecer, de modo más o menos probable, la realidad de lo acontecido”
.

Es el juzgador quien declara la existencia de un indicio, cuando establece un hecho indicador, aplica una o varias reglas de la experiencia e infiere lógicamente otro hecho indicado. Es el juez quien construye el indicio, en cada caso concreto. En la misma sentencia la Corte Suprema de Justicia señala los requisitos de existencia de la prueba indiciaria:

“De conformidad con la previsión legal sobre la prueba indiciaria… el hecho indicador del cual se infiere la existencia de otro acaecimiento fáctico, debe estar debidamente acreditado por los medios directos de prueba (testimonio, peritación, inspección, documento, confesión); ha de ser indivisible, pues los elementos que lo integran no pueden a su vez tomarse como hechos indicadores de otros acaecimientos fácticos; independiente, ya que a partir de un hecho indicador no pueden estructurarse varios hechos indicados; si son varios han de ser concordantes, de manera que los hechos inferidos guarden armonía entre sí como partes que integran un mismo fenómeno; convergentes, es decir que la ponderación conjunta de los distintos indicios dé lugar a establecer una sola conclusión y no varias hipótesis de solución; y, finalmente, que en su apreciación, como ocurre con todos los medios de prueba, el juzgador acuda a las reglas de la sana crítica, establezca el nivel de probabilidad o posibilidad, y, en tal medida señale si son necesarios, contingentes, graves o leves, y su relación con los demás medios de prueba que obran en la actuación”
. 

En la misma providencia se determinan las varias clases de indicios: 

“Los indicios pueden ser necesarios cuando el hecho indicador revela en forma cierta o inequívoca, la existencia de otro hecho a partir de relaciones de determinación constantes como las que se presentan en las leyes de la naturaleza; y contingentes, cuando según el grado de probabilidad de su causa o efecto, el hecho indicador evidencie la presencia del hecho indicado. Estos últimos, a su vez, pueden ser calificados como graves, cuando entre el hecho indicador y el indicado media un nexo de determinación racional, lógico, probable e inmediato, fundado en razones serias y estables, que no deben surgir de la imaginación ni de la arbitrariedad del juzgador, sino de la común ocurrencia de las cosas; y leves, cuando el nexo entre el hecho indicador y el indicado constituye apenas una de las varias posibilidades que el fenómeno ofrece”
.
Puestas así las cosas, se tiene que, en ausencia de pruebas directas que permitan establecer las condiciones en las que ocurrió la desaparición del señor Isaac Galeano Arango, es necesario que el impulsor de la acción de reparación directa acuda a otros medios probatorios que, allegados al infolio, deben valorarse en conjunto, partiendo de que se trata de una prueba esquiva e indirecta. 

Así, entonces, en este asunto se cuenta con un número importante de testimonios que dan cuenta de los hechos ocurridos en inmediaciones de la finca Las Margaritas, en la vía que de la vereda Quebrada Negra conduce al municipio de Calarcá. Coinciden todos los deponentes en que miembros de la SIJIN estuvieron por la zona, es decir, tuvieron el control el lugar, que pararon vehículos y verificaron los documentos de algunas personas que por allí transitaban.

Se diferencian, principalmente, en cuanto a la aprehensión de una persona que fue identificada como Isaac Galeano Arango, alias Harold, por Yhon Jairo Castaño, Gabriela Arévalo Hernández y Yimmy Alexánder Bolívar, visto en el asiento trasero de una camioneta blanca, sin camisa, esposado y custodiado.

Las personas mencionadas se encontraban en el lugar por distintas razones, así, por ejemplo, el señor Yhon Jairo Castaño se desplazaba en el mismo vehículo en el que iba la señora Oriola Quintero y conducido por el señor Tiberio Cruz Lugo; la señora Gabriela Arévalo Hernández viajaba en un jeep Willys, camino a visitar una amiga suya y, por su parte, Yimmy Alexander Bolívar afirmó que se encontraba en la zona buscando trabajo en construcción.

La parte demandada pretendió desacreditar su dicho sacándolos de la escena del retén y afirmando que ellos nunca estuvieron allí y, en consecuencia, no presenciaron los hechos; además, que los motivos por los que justificaron su paso por la zona no eran creíbles; sin embargo, encuentra la Sala que, de modo distinto, sus declaraciones son contestes entre sí, es decir, aún cuando se desplazaban en distintos vehículos, al unísono recuerdan que los miembros de la SIJIN se movilizaban en una camioneta blanca, en cuyo asiento trasero se encontraba el señor Isaac Galeano Arango en las condiciones antes narradas. Recordaban también el punto en el que fueron detenidos para el requerimiento de sus documentos y los motivos no se muestran ilógicos o incoherentes, salvo en el caso del señor Yimmy Alexander Bolívar.

Sobre este deponente, baste con decir que, aun cuando se hallan pruebas en las que se advierte que las construcciones del colegio y el centro de salud de la vereda tuvieron lugar con posterioridad a la calenda de ocurrencia de los hechos que convocan esta litis, esto es, en el año 2001, lo cierto es que, de ser uno de los cómplices del señor Isaac en la comisión del delito de extorsión, al momento de declarar sobre su desaparición, no habría de autoincriminarse, de acuerdo con el artículo 33 constitucional, de manera que su versión resulta coherente con su interés en que no se conozcan las razones por las que frecuentaba el lugar el 7 de diciembre de 2000.

Aunado a esto, el cuerpo del quien respondía al nombre de Isaac Galeano Arango fue hallado en las condiciones descritas por los testigos, es decir, sin camisa. Esto es relevante, en cuanto fue hallado el 9 de diciembre de 2000, pero solo fue identificado una década más tarde, es decir, mucho tiempo después de que los testigos lo describieron.

Es así que no se encuentra motivo para no creer en sus declaraciones, más aún si se tiene en cuenta que describen las circunstancias de modo, tiempo y lugar en las que fue visto por última vez el señor Isaac Galeano Arango, bajo la custodia de autoridades de la Policía Nacional.

En el mismo sentido, en cuanto a la diligencia de inspección realizada por la Procuraduría, se encuentra que sus resultas atinentes a que no era posible determinar quién se encontraba en el asiento trasero de la camioneta no resultan determinantes para la Sala, pues aún cuando se procuró simular las condiciones de tiempo, modo y lugar en las que fue visto el señor Isaac Galeano Arango, lo cierto es que la percepción y posibilidad de identificar a una persona en un lugar varían según el observador, en quien trasciende desde su estado físico hasta el emocional.
Ahora bien, en cuanto a las versiones de descargo, son varios los puntos que llaman la atención de la Sala, tal como pasa a explicarse:

i) En primer lugar, no resulta clara la forma en la que los uniformados recuerdan con mayor detalle lo ocurrido el 7 de diciembre de 2000 cuando son llamados a declarar varios años después de ocurridos los hechos (año 2012, audiencia de juzgamiento), al punto que en su narración entran nuevos personajes (Jesús Didier García y Esther Julia Pareja), quienes en la primer declaración no son mencionados, ni se hace referencia alguna a su presencia en el lugar o en el camino de regreso a la ciudad de Calarcá.

ii) Por los uniformados se menciona reiteradamente que la región en la que se encuentra la finca Las Margaritas era de influencia de grupos armados al margen de la ley, sin embargo y a pesar de ello, no se anotó en los libros de minuta y de control la salida de personal o del vehículo para la verificación de una denuncia ciudadana y, lo que es más inverosímil, los uniformados no acudieron en compañía de miembros de la contraguerrilla, sino únicamente con el arma personal de dotación.

Sobre las anotaciones en libros de minuta, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Gómez Palomino Vs. Perú señaló:

Este Tribunal hace presente que lo que caracteriza a la desaparición forzada es su naturaleza clandestina, lo que exige que el Estado, en cumplimiento de buena fe de sus obligaciones internacionales, proporcione la información necesaria, pues es él quien tiene el control de los medios para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio. Por lo tanto, cualquier intento de poner la carga de la prueba en las víctimas o sus familiares se aparta de la obligación del Estado señalada en el artículo 2 de la Convención Americana y en los artículos I b) y II de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada.

iii) Exceptuando al señor Rodibelson Díaz Hernández, efectivo de la Policía Nacional e interesado en las resultas del proceso que se seguía en su contra, ningún otro uniformado da cuenta del operativo llevado a cabo el día 8 de diciembre de 2000, en donde, supuestamente, verificaron la zona por una nueva llamada por la que se denunciaba la presencia de delincuentes. Se destaca que el señor Jesús Didier García afirmó que en el operativo del 8 de diciembre de 2000 participaron los mismos uniformados que habían acudido el día anterior.

iv) En las declaraciones rendidas inicialmente por los señores Rodibelson Díaz Hernández y Diego Alberto Hernández Londoño, se refiere un número plural de vehículos Willys, luego solo uno, excluyendo del escenario aquel en el que precisamente se movilizaba la señora Gabriela Arévalo Hernández, testigo de cargo.

v) El agente Diego Alberto Hernández Londoño, en sus declaraciones, incurre en contradicción, en cuanto afirma que sí se mostraron las armas que portaban y en otro momento indica que ello no fue necesario. Así mismo, los uniformados incurren en imprecisiones en cuanto a su asistencia y actividades en la finca Las Margaritas. Mientras el mayor Agudelo Sanabria recuerda la presencia de dos personas, los demás solo el cuidador de la finca. El mismo uniformado precisa que entraron a la finca y vieron la casa asomándose por las ventanas, los demás no refieren este hecho, al contrario, indican que rápidamente se fueron del lugar.

vi) No se entiende cómo el señor José Édgar Alzate Gutiérrez, administrador de la finca Las Margaritas, no conocía las extorsiones de las que eran víctimas personas de la región, aun cuando se había generalizado la comisión de este delito y de ello dio cuenta el señor Jesús Didier García, trabajador de una de las fincas aledañas; afirmó también, de manera insistente, que no frecuentaba a las autoridades de Policía, como si se tratase de desligar de los hechos. Además, se advierten inconsistencias en sus declaraciones, respecto de si estaba o no en un vehículo cuando los agentes de la SIJIN pidieron sus documentos para verificación, si estaba en el asiento delantero, en el trasero o en el platón de la camioneta en la que se transportaba y si iban dos o tres personas en el rodante.

vii) La señora Esther Julia Pareja, en sus relatos, incurre en varias imprecisiones, tales como su posición luego de ver a los extorsionistas (dentro o fuera de la casa), en su primer declaración no se refirió a la conversación con los uniformados. Afirmó que miembros del Ejército Nacional pasaron el mismo 7 de diciembre de 2000, circunstancia que no fue confirmada por otros testigos y fue desmentida por el señor Jesús Didier. Afirmó también que los extorsionistas se encontraban vestidos de camuflado, es decir, que sus pantalones eran verdes, sin embargo, el pantalón con el que fue hallado el cuerpo del señor Isaac Galeano Arango era de color mostaza. Finalmente, es sospechoso que su jefe fuera el señor Édgar Alzate quien, como se dijo, negó su conocimiento sobre las extorsiones cometidas en la región.

viii) La señora Oriola Quintero, cuando fue interrogada a sobre los hechos que rodean este asunto irrumpió en llanto y afirmó que no recodaba nada. Esta actitud es a todas luces sospechosa, pues las reglas de la experiencia enseñan que si alguien no guarda en su memoria un evento, simplemente así lo afirma, mientras que el llanto da cuenta del nerviosismo y amenaza que sintió en medio de la diligencia.

ix) Nota la Sala que no se hallan pruebas por las que se acredite que la desaparición del señor Isaac Galeano Arango ocurrió como consecuencia de un ajuste de cuentas de sus cómplices, al contrario, tal como se señala por la Fiscalía en la resolución de acusación, los miembros de la banda de extorsionistas se encontraban detenidos o huyendo de las autoridades, de manera que no era factible que se tratara de una venganza personal, de la que no se probó ningún supuesto. Tampoco se aportó prueba alguna por la que se acreditara que el mencionado fue aprehendido por otras personas o que se le haya visto en circunstancias distintas a las narradas por los testigos.

x) Pretendió la parte demandada restar relevancia a la denuncia de los demandantes indicando que esta fue tardía con relación a la fecha de la desaparición, sin embargo esta actitud encuentra plena justificación, si se tiene en cuenta que desde un primer momento fueron las autoridades las señaladas de desaparecer al señor Isaac Galeano Arango. Ante este escenario, es lógico que las personas no sepan a quien acudir, pues es precisamente el Estado, garante de sus derechos
, quien se muestra como el infractor, dejando desprotegidos a los ciudadanos ante su reclamo de protección.

xi) De modo distinto, la actitud de la institución, por la que determinó no participar en la búsqueda del señor Isaac, además de mostrarse sospechosa, choca con la actuación desplegada por el agente Pedro José Barreto Pedreros que, por iniciativa propia y prevalido de autoridad
, es decir, sin que le fuera asignada esa misión de trabajo pero en ejercicio de una función pública, acudió a la zona en la que ocurrieron los hechos a recaudar material probatorio. Actuaciones todas estas sospechosas y que desbordan por acción y por omisión la labor que las víctimas indirectas esperaban de su parte.

xii) Aunado a esto, en el desarrollo de la audiencia de fallo, la parte civil dejó constancia de la actitud de los procesados, quienes tomaron fotos a los familiares del desaparecido, circunstancia a todas luces intimidante, causante de miedo, revictimizante e inaceptable.

Así, entonces, de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corporación y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se tiene que todas estas pruebas apuntan a que la desaparición del señor Isaac Galeano Arango es imputable a la administración, pues los indicios y demás pruebas recaudadas así lo demuestran. Ello, en cuanto los agentes de la SIJIN estuvieron ejerciendo control en el último lugar al que la víctima se dirigía y en donde, en efecto, fue visto por última vez, aunado a que los testigos que lo vieron bajo la custodia de las autoridades son contestes y describen de la misma manera la forma y condiciones de la aprehensión.

Las versiones de descargo, por su parte, no atienden a los criterios de la sana crítica y las reglas de la experiencia, pues de su uniformidad se concluye que se trata de versiones construidas, tanto en indagatorias e interrogatorios como en la diligencia de inspección realizada por la Policía Judicial, al punto que con el tiempo se fortalecieron y llenaron de detalles y nuevos deponentes, lo que se opone a las naturales consecuencias del paso del tiempo y el rastro que deja un evento en la memoria.

Corolario del análisis anterior, tal como lo ha sostenido esta Subsección, dada la disparidad de las pruebas, “[l]a Sala ha indicado que una antinomia de este tipo se debe resolver a partir de los postulados de la sana crítica, fijada en el artículo 187 del Código de Procedimiento Civil y definida por la jurisprudencia de esta Corporación como ‘la capacidad del juez para darle a las pruebas la mayor o menor credibilidad, según su conexión con los hechos a demostrar y su capacidad de convencimiento’ y en virtud de la cual ‘el juez goza de cierta libertad a la hora de apreciar el mérito probatorio de los medios de convicción, no debiendo sujetarse, como en el sistema de la tarifa legal, a reglas abstractas preestablecidas e indicadoras de la conclusión a la que se debe arribar, en presencia o en ausencia de determinada prueba. En varias oportunidades, esta Subsección también ha señalado que, en virtud de los principios de la sana crítica y la autonomía del juez en la valoración probatoria, los medios de prueba que ofrezcan una mayor probabilidad lógica con respecto a la ocurrencia de los hechos objeto de discusión, deben prevalecer en el caso concreto’”
.

Así, entonces, en consideración al análisis precedente y dados los supuestos en los que ocurrió la desaparición del señor Isaac Galeano Arango, aunados al contexto en el que se desarrolló la desaparición, en cuanto a que, como lo afirmaron los testigos, era de público conocimiento la ejecución de las llamadas limpiezas sociales, en donde se daban de baja a aquellos que eran reconocidos como delincuentes en la comunidad, cercenando toda posibilidad de tener un juicio justo, puede concluirse que la desaparición es imputable a la administración.

Como se ha dicho en distintas oportunidades, la desaparición forzada es un crimen de lesa humanidad, que afecta todas las esferas de la vida humana tanto de la víctima directa, como de sus familiares y allegados. Esta Subsección ha sostenido
:

Así como lo ha resaltado la jurisprudencia interamericana
, lo ha destacado la legislación internacional
 al igual que la nacional
 y lo ha subrayado también la doctrina
, la desaparición forzada afecta múltiples bienes jurídicos, primeramente relacionados con la víctima directa, en cuanto compromete su vida, integridad personal –física, psíquica y emocional– y libertad, en general, su dignidad hasta deshumanizarla arrebatándole sus atributos, sometiéndola a humillaciones y vejaciones extremas por medio de torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes, seguidos, la mayoría de las veces, de homicidio en condiciones de extrema barbarie y brutalidad y sin fórmula de juicio, con lo cual, se desconoce, en forma superlativa, todos sus derechos.

Aunado a lo anterior, en el plano institucional, las fuerzas estatales comprometidas en la múltiple vulneración de los derechos humanos, ponen en tela de juicio la legitimidad del Estado, en general y la seguridad jurídica, en particular. Como se ha recordado, esa “ausencia de información o negativa impide el ejercicio de los recursos legales y de los mecanismos procesales pertinentes”
, de modo que las personas afectadas, sumidas en el desamparo, resultan doble o múltiplemente victimizadas, así:

a) se les impide el acceso a la información sobre el paradero de la persona desaparecida.

b)  se les obstruye el esfuerzo encaminado a investigar o a reclamar lo sucedido.

c) se frena y limita su desarrollo personal y social. El desenvolvimiento del proyecto de vida propio de familiares y allegados termina restringido de manera extrema: todo su universo comienza a girar alrededor de cómo recuperar viva o muerta a la persona desaparecida, con lo que sobreviene el recorte de importantes aspectos de la vida y del desarrollo en el ámbito personal –síquico, físico, emocional, cognitivo, intelectual y afectivo–, social, político y cultural, tan sólo para mencionar los principales aspectos. 

De manera injustificada y en ocasiones también directa o simbólicamente violenta, se impide a las personas afectadas tener la seguridad de que lo acontecido será sancionado y no volverá a ocurrir. La múltiple afectación que se deriva del delito de desaparición forzada ha llevado a entender que la conducta lesiva permanece en el tiempo, hasta tanto se sepa del paradero de la persona desaparecida “y continúa en su ejecución mientras este deber no sea satisfecho”
. 

De otra parte, ha de tenerse presente que las consecuencias del delito de desaparición forzada abarcan “por su complejidad dimensiones estructurales, políticas, psicológicas, culturales y simbólicas [motivo por el cual] no se puede desvincular este hecho de violencia directa de la violencia estructural y cultural, que en su interrelación traen graves consecuencias a las víctimas y a la sociedad en su conjunto”
.

En el 2006 fue adoptada, con el voto unánime de los integrantes de la Asamblea General de Naciones Unidas, la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra la Desaparición Forzada. En dicha Convención se ordenó, entre otras cosas, remover cualquier barrera –de hecho o de derecho–, encaminada a entrabar i) la investigación; ii) la sanción y iii) la reparación relacionadas con la perpetración de este delito atroz. Adicionalmente y, por primera vez, adquiere entidad autónoma “el derecho de las víctimas a saber la verdad sobre las circunstancias en las que ocurrió la desaparición; los resultados de la investigación y la suerte de la persona desaparecida. Así mismo, exige a los Estados adoptar las medidas apropiadas para la búsqueda, localización y liberación de la persona desaparecida y, en caso el fallecimiento, la exhumación, identificación y resituación de sus restos”
.

Cabe acá traer a colación la postura que tanto esta Sala como la Corte Constitucional han fijado en relación con el delito de desaparición forzada –se mantienen citas a pie de página en el texto transcrito–
:

“En el plano universal se considera que la desaparición forzada tiene  como antecedente el decreto “Nacht und Nebel” (noche y niebla)
 promulgado en Alemania el 7 de diciembre de 1941, en virtud del cual las personas bajo sospecha de poner en peligro la seguridad del Tercer Reich eran arrestadas al amparo de la noche y en secreto, para luego ser torturadas y desaparecidas sin dejar rastro y sin la posibilidad de obtener información sobre su paradero. 

Aunque este fenómeno tiene carácter universal, en América Latina ha presentado en los últimos años una excepcional intensidad. En efecto, este oprobioso comportamiento, que tiene antecedentes en las desapariciones ocurridas en El Salvador hacia comienzos de la tercera década del siglo pasado, se extendió a Guatemala a partir de 1963, luego a Chile en 1973 y posteriormente a Argentina en 1976, época desde la cual comenzó a utilizarse la expresión ‘desaparecidos’ para incorporarla al vocabulario del terrorismo represivo. Además, entre 1960 y 1990 muchas personas también fueron víctimas de esta aberrante práctica en Uruguay, Brasil, Colombia, Perú, Honduras, Bolivia, Haití y México.

(…) Mediante Resolución 47/133 de 1992 la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas -ONU- adoptó la Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, en la que se estableció que se presenta este comportamiento cuando ‘se arreste, detenga o traslade contra su voluntad a las personas, o que éstas resulten privadas de su libertad de alguna u otra forma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, por grupos organizados o particulares que actúan en nombre del gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autorización o su asentimiento, y que luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas personas o a reconocer que están privadas de la libertad, sustrayéndola así a la protección de la ley’.

Según esta declaración, se configura la desaparición forzada cuando concurren los siguientes elementos: la privación de la libertad de una persona por agentes gubernamentales, por grupos organizados o por particulares que actúan a nombre del gobierno o con su apoyo, autorización o asentimiento, y  la negativa a revelar su suerte o paradero o a reconocer que ella está privada de la libertad sustrayéndola así a toda protección legal.

El artículo primero de  dicha declaración determina claramente que entre los derechos vulnerados con un acto de desaparición forzada están el derecho a la vida, la dignidad humana, el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, el derecho a la libertad y a la seguridad, y el derecho a no ser objeto de torturas ni a otras penas o tratos crueles inhumanos o degradantes. 

En el sistema de las Naciones Unidas, la desaparición forzada es concebida como un típico crimen de Estado, cuando éste actúe a través de sus agentes o de particulares que obran en su nombre o con su apoyo directo e indirecto, sin introducir distinción alguna entre la privación de la libertad de naturaleza legítima o arbitraria. 

Recientemente las Naciones Unidades en la Conferencia de Roma celebrada en julio de 1998, al adoptar el Estatuto de la Corte Penal Internacional, y con el objeto de proteger los bienes jurídicos mencionados,  incluyó dentro de los crímenes de lesa humanidad la desaparición forzada en el artículo 7.2 literal i) definiéndola como “la aprehensión, la detención o el secuestro de personas por un Estado o una organización política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a informar sobre la privación de libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un período prolongado”. Se observa entonces que  este instrumento le da un tratamiento diferente a la materia, puesto que involucra también como sujeto activo de delito a las organizaciones políticas que lo cometan directa o indirectamente. 

En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos -OEA- en la Resolución AG/RES. 666 (XII-0/83) declaró ‘que la desaparición forzada de personas en América es una afrenta a la conciencia del Hemisferio y constituye un crimen de lesa humanidad. Este pronunciamiento se originó en consideración a que la calificación de la desaparición forzada de personas, como crimen internacional de lesa humanidad, es una condición importante y necesaria para su prevención y represión efectivas, para lo cual se debe promover la investigación de tales situaciones
.
 

Por otra parte, el citado artículo de la Convención [se refiere a la Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas] establece que independientemente de que la privación de la libertad adopte una forma o apariencia de legalidad, el delito se consuma cuando tal privación esté seguida ‘de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o informar sobre el paradero de la persona. Por lo tanto, para que se configure la conducta punible el Estado colombiano debe exigir que la privación de la libertad esté seguida por la ocurrencia de una sola de las siguientes circunstancias: a) la falta de información, b) la negativa a reconocer el hecho o c) de informar acerca del paradero de la persona.

(…) Dado que, independientemente del tiempo transcurrido, el Estado tiene las obligaciones de investigar los hechos y de juzgar a los responsables
, el análisis debe hacerse teniendo en cuenta la idoneidad de las alternativas de las cuales dispone el Estado para llevar a cabo la investigación”. 

Y es que pocos conceptos tienen tanta presencia hoy y, tan connotada relevancia, como los derechos de las víctimas de graves violaciones de los derechos humanos y/o del derecho internacional humanitario, siendo el delito de desaparición forzada quizá uno de los que más afectan todas las dimensiones de la vida: la dignidad, la integridad física, psíquica y emocional; la honra y el buen nombre de quienes se convierten en víctimas directas o indirectas del mismo. Como ya arriba se indicó, desde muy temprano
, la Corte Interamericana de Derechos Humanos delineó los rasgos característicos del delito de desaparición forzada y en desarrollo de su jurisprudencia ha hecho prevalecer los derechos de las víctimas de este delito atroz a la justicia, a la verdad y a la reparación integral.

Puestas así las cosas, concluye la Sala, de acuerdo con el material probatorio allegado, que el señor Isaac Galeano Arango fue víctima directa de desaparición forzada y esta es imputable a la parte demandada, en cuanto se lo vio por última vez el 7 de diciembre de 2000 en poder de las autoridades, en inmediaciones de la finca Las Margaritas, en la vereda Quebrada Negra del municipio de Calarcá, Quindío, siendo hallado su cuerpo el 9 de diciembre de 2000, identificado el 8 de junio de 2011, circunstancia informada al Juzgado Único Penal del Circuito de Calarcá el 31 de agosto 2012.

Así las cosas, se revocará la sentencia apelada y, en su lugar, se declarará responsable al Estado colombiano por la desaparición forzada de que trata este asunto. Se procede, entonces, a cuantificar la condena a cargo de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional.

3. Liquidación de perjuicios

Perjuicios morales

A efectos de liquidar la indemnización por perjuicios morales, se tiene como base la sentencia de Sala Plena de la Sección Tercera de 28 de agosto de 2014, expediente 32988, así como el Documento Final aprobado mediante Acta del 28 de agosto de 2014 “Referentes para la reparación de perjuicios inmateriales”, así como las sentencias de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera en la materia y de la misma fecha, en las que se fijó
: 

“Para la reparación del daño moral, en caso de muerte, se han diseñado cinco niveles de cercanía afectiva entre la víctima directa y aquellos que acuden a la justicia en calidad de perjudicados o víctimas indirectas. 

Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y paterno- filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (primer grado de consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes o estables). A este nivel corresponde el tope indemnizatorio (100 smlmv). 

Nivel No. 2. Donde se ubica la relación afectiva propia del segundo grado de consanguinidad o civil (abuelos, hermanos y nietos). A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 50% del tope indemnizatorio. 

Nivel No. 3. Está comprendido por la relación afectiva propia del tercer grado de consanguinidad o civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 35% del tope indemnizatorio. 

Nivel No. 4. Aquí se ubica la relación afectiva propia del cuarto grado de consanguinidad o civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 25% del tope indemnizatorio. 

Nivel No. 5. Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 15% del tope indemnizatorio.

La siguiente tabla recoge lo expuesto:
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REPARACION DEL DAÑO MORAL EN CASO DE MUERTE 


Para los niveles 1 y 2 se requerirá la prueba del estado civil o de la convivencia de los compañeros. Para los niveles 3 y 4, además, se requerirá la prueba de la relación afectiva. Para el nivel 5 deberá ser probada la relación afectiva.

Pues bien, en el caso de autos se tiene que, de acuerdo con las pruebas allegadas y relacionadas en el acápite de daño, el señor Isaac Galeano Arango era (i) hijo de Rosa Emilia Arango (quien, como se probó, falleció, circunstancia que tiene en cuenta la Sala) y (ii) hermano de Heroína, Claudino, Lisímaco, Blanca Estrella (también fallecida), María Rocío Galeano Arango. 

No obstante lo anterior, los baremos antes descritos se aumentarán, en consideración a que en este caso se advierte una grave vulneración a los derechos humanos y comoquiera que, aun cuando se sostuvo que el cuerpo fue hallado e identificado, no pudo procederse a su inhumación, pues pasado un tiempo sus restos fueron enterrados en una fosa común, de manera que los accionantes no pudieron darles sepultura ni completar adecuadamente el duelo; así, la indemnización por perjuicios morales será de la siguiente manera:

	VÍCTIMA
	INDEMNIZACIÓN

	Sucesión de Rosa Emilia Arango
	200 SMLMV

	Heroína Galeano Arango
	100 SMLMV

	Claudino Galeano Arango
	100 SMLMV

	Lisímaco Galeano Arango
	100 SMLMV

	Sucesión de Blanca Estrella Galeano Arango
	100 SMLMV

	María Rocío Galeano Arango
	100 SMLMV


En cuanto a los sobrinos de la víctima directa, estos son, Diana Yanelly Arias Galeano, Mónica Marcela Díaz Galeano y Óscar Mauricio Pérez Galeano, quienes se encuentran en el tercer grado de consanguinidad, se tiene que no se probó la congoja que sufrieron por la desaparición de su tío, de manera que no es posible acceder a su pedimento indemnizatorio.

Perjuicios materiales

La condena pedida por concepto de perjuicios materiales, en las modalidades de daño emergente y lucro cesante será negada, en cuanto no se probó que del salario recibido por la víctima directa dependieran económicamente los demandantes.

Reconocimiento de los perjuicios inmateriales, en la modalidad de afectación relevante a bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados y garantías de no repetición 

De acuerdo con lo expresado por la Sala Plena de la Sección Tercera, “se reconocerá de oficio o solicitud de parte, la afectación o vulneración relevante de bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados. La cual procederá siempre y cuando, se encuentre acreditada dentro del proceso su concreción y se precise su reparación integral. Se privilegia la compensación a través de medidas de reparación no pecuniarias a favor de la víctima directa y a su núcleo familiar más cercano, esto es, cónyuge o compañero(a) permanente y los parientes hasta el 1° de consanguinidad, en atención a las relaciones de solidaridad y afecto que se presumen entre ellos. Debe entenderse comprendida la relación familiar biológica, la civil derivada de la adopción y aquellas denominadas ‘de crianza’”
.

En reciente pronunciamiento, esta Subsección señaló con relación a estas medidas
:

…estima la Sala que las medidas de satisfacción, rehabilitación y no repetición que se adopten frente a casos como el presente, deben ir más allá de buscar una reivindicación volcada hacia la pretérita época en la que ocurrieron las lesiones a los derechos de las víctimas, y deben propender, antes bien y además, por una modificación de las condiciones estructurales que dieron lugar a la victimización, de tal forma que se trate de una reparación verdaderamente transformadora que tienda a impedir el surgimiento de hechos similares en el futuro. En los términos expuestos por la autora Yolanda Sierra, a propósito de la realización de obras de arte como mecanismo sensibilizador y transformador de reparación integral de las víctimas:

… La obra de arte, en su dimensión transformadora, además de contener los elementos propios del efecto sensibilizador, permite la modificación de las condiciones de vulnerabilidad que facilitan la violación a los derechos humanos. No basta, entonces, con incorporar el tema, es preciso que el artista se sumerja en las condiciones sociales de las víctimas, de los desprotegidos, y contribuya decididamente a conformar grupos de resistencia y lucha política donde el arte es un medio para lograr ese propósito. El efecto transformador supone un artista comprometido con las reivindicaciones sociales, crítico de los sistemas de poder, dispuesto a romper hegemonías, y de otra parte, requiere de un receptor creativo, partícipe, coadyuvante de las mismas luchas.

Desde este punto de vista las características técnicas de la obra serán determinantes para lograr una mayor o menor inclusión de las víctimas, seguidores y activistas en el ideal de transformación. El papel esencial del arte en este punto es contribuir decididamente a modificar las estructuras y superestructuras de una sociedad asimétrica y poner el arte al servicio de esta causa… En este sentido, BENJAMIN considera que el autor es un productor llamado a luchar, no solo a informar, llamado a intervenir activamente, y por ello a utilizar técnicas que, progresiva y fundamentalmente, posean capacidad de impacto…

No se quiere decir con esto que la obra de arte tiene por sí sola un efecto casi mágico, en virtud del cual los espectadores, de manera más o menos ilusoria y fantástica, superarían los efectos de la banalización; lo que se quiere significar es que al existir obras con contenido de derechos humanos existe un mecanismo de apoyo que coadyuva a un proceso de transformación y emancipación, lo que estaría más cercano al uso político del arte, más propio de las víctimas, que anotaremos enseguida.

Terminemos por decir que desde el punto de vista de la reparación integral, entendida como lo anotamos en la Introducción de este texto, las obras de arte, realizadas libremente por artistas, tienen efectos sensibilizadores o transformadores, y solo podrán ser consideradas como parte de una reparación integral si cumplen por lo menos con cuatro supuestos:

1. Que la obra de arte haya sido precedida por un proceso estatal, sea judicial o administrativo, donde se hayan determinado los responsables del daño o el perjuicio a la víctima.

2. Que haya sido ordenada por un juez o por una autoridad competente como un mecanismo expreso de reparación integral o de reparación simbólica.

3. Que la concepción y ejecución de la obra haya sido el resultado de un proceso creativo conjunto entre el artista y las víctimas, y no solamente del artista.

4. Que la financiación y responsabilidad de la ejecución de la obra esté a cargo del responsable del daño o el perjuicio.

5. Que la obra haya tenido en cuenta el contexto sociocultural de la víctima.

A manera de conclusión podríamos afirmar que tanto el efecto sensibilizador como el efecto transformador del arte en relación con los derechos humanos pueden, cada uno con intensidades diferentes, contribuir a superar o debilitar lo que PÉCAUT denomina banalización de la violencia… pero la contribución del arte como mecanismo de reparación simbólica a las víctimas de violación a sus derechos humanos requiere de la manifestación expresa por parte del Estado quien es el responsable del daño o el perjuicio causado y, como consecuencia de ello, requiere establecer con claridad quién es el responsable de la reparación integral y, por ende, de la reparación simbólica, donde cabe perfectamente el arte como uno de sus mecanismos
.

15.3.7. En este género de medidas de reparación integral, en clave de transformación de las condiciones estructurales que dieron lugar a la victimización, además de las políticas generales que puedan implementarse en el marco de la relación vertical que existe entre el Estado y las víctimas a propósito de la legislación vigente sobre la reparación de aquellas, también debe tenerse como insumo el componente simbólico que pueda ser aportado por los sujetos pasivos de las acciones vulneradoras, elemento este que sólo puede ser aprehendido por el obligado a llevar a cabo la reparación cuando a los afectados se los empodera para liderar los procesos de redefinición de imaginarios que se lleven a cabo en el marco de la rehabilitación. Tal como se expone en el artículo que sobre el tema fue elaborado por los autores Rodrigo Uprimny Yepes y Diana Esther Guzmán Rodríguez:

Por consiguiente, aunque las políticas de reparación deben tener un contenido material significativo para enfrentar los efectos materiales de la violencia, también deben poseer una inevitable dimensión simbólica, ya que los daños ocasionados suelen ser irreparables. La reparación debe estar ligada obligatoriamente a procesos de recuperación de la verdad y la memoria, pues se trata de hacer visibles y reconocer unas violaciones a los derechos humanos que solían estar ocultas en el pasado. Esa dimensión simbólica es una forma de reconocimiento del sufrimiento específico ocasionado a las víctimas, reconocimiento que debería rehabilitarlas en su condición de ciudadanos activos, de la cual fueron excluidas por los procesos de victimización. Igualmente, la dimensión simbólica de la reparación hace visibles las violaciones de derechos humanos que han permanecido invisibles. De esa manera, la reparación marca un proceso de reconciliación del Estado con sus ciudadanos que reintegra a las víctimas y a sus familiares a la comunidad política…

Las consideraciones previas explican una cierta dimensión temporal diversa entre los programas de reparación y la política social; la reparación, cuando asume esencialmente la visión restitutiva, tiene una mirada hacia el pasado, pues debe evaluar el daño y su propósito esencial es restaurar a la víctima a la situación previa a la victimización. Por su parte, la política social mira el presente y el futuro pues busca asegurar en forma inmediata o, al menos, muy rápida el contenido mínimo de los derechos económicos, sociales y culturales, pero igualmente aspira a la satisfacción progresiva del contenido total de esos derechos.

(…)

Es esencial enfatizar las diferencias entre las reparaciones y la política social, si queremos preservar el derecho específico de las víctimas a ser reparadas; sin embargo, es igualmente importante establecer vínculos entre los esfuerzos de reparación y la política social, sin disolver sus diferencias, si queremos enfrentar las paradojas de la reparación de violaciones masivas de derechos humanos que explicamos anteriormente. Por ello, hemos desarrollado el concepto de “reparaciones transformadoras”, o reparaciones dirigidas a promover la transformación democrática, como un esfuerzo por articular la justicia correctiva y la justicia distributiva en el diseño e implementación de los programas de reparación
.

En consideración a ello, para el caso concreto se determinan las siguientes medidas de reparación:

1. Realizar un reconocimiento público de responsabilidad por la desaparición forzada y posterior homicidio de ISAAC GALEANO ARANGO, de lo cual se hará un acto conmemorativo en el que se ofrecerán disculpas, el siete (7) de diciembre siguiente a la ejecutoria de esta providencia. Lo anterior, si los demandantes manifiestan su consentimiento.
2. Además, se instalará en el último lugar en el que fue visto el señor ISAAC GALEANO ARANGO una placa de bronce en la que se incluya un texto de máximo dos mil palabras y mínimo de quinientas, en donde se relaten las circunstancias en las que se produjo su desaparición forzada y posterior homicidio, con expresa mención de la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, para efecto de lo cual podrá tomarse como base el texto de la presente providencia. Así mismo, deberá plasmarse el compromiso de la institución de no volver a ejecutar actos como el que se narra en esta sentencia.
3. Valorar sicológicamente a los demandantes y hermanos de la víctima directa de la desaparición forzada y, de ser necesario, brindar el tratamiento que corresponda, de acuerdo con sus necesidades, por profesionales especializados en tanatología.
4. Exhotar a la Fiscalía General de la Nación para que investigue los hechos relacionados con la desaparición forzada y homicidio del señor ISAAC GALEANO ARANGO, aun cuando ello implique la reapertura del proceso penal.

5. Como una medida adicional para asegurar el eventual conocimiento de asuntos como el sub lite por parte de la Jurisdicción Especial para la Paz creada mediante Acto Legislativo 01 de 2017, la Comisión de Relatoría creada mediante Acuerdo n.º 001 del 14 de febrero de 2018, incluirá esta providencia en la página web institucional de esta alta corte, en el enlace que contiene jurisprudencia relacionada con el conflicto armado colombiano.

6. Por último, se enviará copia de la presente sentencia al Centro Nacional de Memoria Histórica y al Archivo General de la Nación, con el fin de que haga parte de su registro y contribuya a la construcción histórica documental del país, a fin de preservar la memoria de la violencia generada por el conflicto armado interno en Colombia.

No se hará un reconocimiento económico por este rubro, en cuanto la jurisprudencia solo lo ha tenido en cuenta a favor de la víctima directa
.

Tampoco se reconocerá lo concerniente al daño a la vida de relación, que actualmente se trata por la jurisprudencia bajo la denominación de “daño a la salud”, en cuanto el mismo no se encuentra demostrado. Esto, en el entendido de que la actora debe demostrar en el caso concreto la ocurrencia de un perjuicio físico o sicológico derivado del daño causado por la administración, cosa que no ocurrió en este asunto
.

6. Costas

El artículo 55 de la Ley 446 de 1998 establece que se condenará en costas a la parte que hubiere actuado en forma temeraria. En el presente caso la Sala no observa comportamiento de este tipo en las actuaciones de los intervinientes dentro del proceso, razón por la cual no se impondrá condena al respecto.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
III. F A L L A

REVOCAR la sentencia proferida el 8 de mayo de 2015, por el Tribunal Contencioso Administrativo del Quindío. En su lugar:

PRIMERO. DECLARAR extracontractualmente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional por la desaparición forzada de Isaac Galeano Arango y por los perjuicios ocasionados a los demandantes.

SEGUNDO. CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, a pagar los siguientes valores por concepto de los perjuicios morales causados a los demandantes:

	VÍCTIMA
	INDEMNIZACIÓN

	Sucesión de Rosa Emilia Arango
	200 SMLMV

	Heroína Galeano Arango
	100 SMLMV

	Claudino Galeano Arango
	100 SMLMV

	Lisímaco Galeano Arango
	100 SMLMV

	Sucesión de Blanca Estrella Galeano Arango
	100 SMLMV

	María Rocío Galeano Arango
	100 SMLMV


TERCERO. CONDENAR  a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, con ocasión de los perjuicios inmateriales causados, en la modalidad de afectación relevante a bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados y garantías de no repetición, a: 

1. Realizar un reconocimiento público de responsabilidad por la desaparición forzada y posterior homicidio de ISAAC GALEANO ARANGO, de lo cual se hará un acto conmemorativo en el que se ofrecerán disculpas, el siete (7) de diciembre siguiente a la ejecutoria de esta providencia. Lo anterior, si los demandantes manifiestan su consentimiento.
2. Además, se instalará en el último lugar en el que fue visto el señor ISAAC GALEANO ARANGO una placa de bronce en la que se incluya un texto de máximo dos mil palabras y mínimo de quinientas, en donde se relaten las circunstancias en las que se produjo su desaparición forzada y posterior homicidio, con expresa mención de la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, para efecto de lo cual podrá tomarse como base el texto de la presente providencia. Así mismo, deberá plasmarse el compromiso de la institución de no volver a ejecutar actos como el que se narra en esta sentencia.
3. Valorar sicológicamente a los demandantes y hermanos de la víctima directa de la desaparición forzada y, de ser necesario, brindar el tratamiento que corresponda, de acuerdo con sus necesidades, por profesionales especializados en tanatología.
4. Exhotar a la Fiscalía General de la Nación para que investigue los hechos relacionados con la desaparición forzada y homicidio del señor ISAAC GALEANO ARANGO, aun cuando ello implique la reapertura del proceso penal.

5. Como una medida adicional para asegurar el eventual conocimiento de asuntos como el sub lite por parte de la Jurisdicción Especial para la Paz creada mediante Acto Legislativo 01 de 2017, la Comisión de Relatoría creada mediante Acuerdo n.º 001 del 14 de febrero de 2018, incluirá esta providencia en la página web institucional de esta alta corte, en el enlace que contiene jurisprudencia relacionada con el conflicto armado colombiano.

6. Por último, se enviará copia de la presente sentencia al Centro Nacional de Memoria Histórica y al Archivo General de la Nación, con el fin de que haga parte de su registro y contribuya a la construcción histórica documental del país, a fin de preservar la memoria de la violencia generada por el conflicto armado interno en Colombia.

CUARTO. La entidad condenada dará cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176 y 177 C.C.A.

QUINTO. Sin condena en costas.

En firme esta providencia, REMÍTASE la actuación al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

Los Magistrados,
STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO 

Presidenta de la Sala

RAMIRO PAZOS GUERRERO
Magistrado
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� Folios 1267 al 1294 c. 16.


� Folio 3475 c. 6.


� Folios 3663 al 3665 c. 7, folios 712 al 717 c. 14.


� Folios 174 al 184 c. 8.


� Folios 1255 al 1266 c. 16.


� Folios 3492 al 3498 c. 6.


� Folios 3653 al 3657 c. 7.


� Folios 124 al 136 c. 8.


� Folios  718 al 729 c. 14. 


� Folios 1362 al 1385 c. 16.


� Folios 3666 al 3668 c. 7.


� Folios 205 al 210, 238 al 244 c. 8.


� Folios 754 al 759 c. 14.


� Folios 1241 al 1254 c. 16.


� Folios 3669 al 3671 c. 7.


� Folios 189 al 205 c. 8. Audiencia llevada a cabo el 17 de septiembre de 2012.


� Folios 730 al 737 c. 14.


� Folios 1221 al 1240 c. 16.


� Folio 3779 c. 7.


� Folios 1039 al 1046 c. 15.


� Folio 3780 c. 7. En declaración extra juicio rendida el 19 de diciembre de 2007, el señor Jesús Didier García afirmó que para la época de los hechos, conoció que personas extorsionaban en la región y relató que en una oportunidad llamó a la policía denunciando tan situación (folios 523 al 524 c. 13).


� Folios 1070 al 1080 c. 15. La apoderada de la parte civil dejó constancia de que el señor Didier afirmó que en la parte de atrás de la camioneta había tres personas, pero esto fue suprimido del acta.


� Folios 1061 al 1065 c. 15.


� Folios 3281 al 3282 c. 5, folios 3740 al 3741 c. 7.


� Folios 3754 al 3766 c. 7.


� Folios 2955 al 2959 c. 4. Obra álbum fotográfico a folios 2966 al 2987 del mismo cuaderno, en donde se aprecian tomas desde diversas distancias a la camioneta que simulaba ser la de la SIJIN, a efectos de verificar si era posible ver a sus ocupantes. También, a folios 2988 al 2989, se halla plano de vista en planta del predio objeto de mediciones con cinta y brújula.


� Folios 1184 al 1195 c. 16. De acuerdo con los planos, las versiones coincidentes eran las de el señor Tiberio Cruz y la de los uniformados. Folios 2388 a 2456 c. 20 contiene la transcripción de la diligencia.


� Folios 1624 al 1666 c. 17.


� Folios 2471 al 2526 c. 20. 


� Folios 87 al 100 c. ppal. 1, 3066 al 3096 c. 4.


� Folios 101 al 122 c. ppal. 1.


� Cuaderno 10.


� Folio 165 y s.s. c. 8.


� Folios 1 al 19 c. 2.


� Folios 264 al 265 c. 8.


� Folios 266 al 273 c. 8. La necropsia se adelantó el 9 de diciembre de 2000. Se hallan informes de la Fiscalía de inhumación de cadáver a folios 837 al 886 c. 15.


� Folios 155 al 157, 187 al 188 c. 8, en donde se señala que la información fue recibida por la unidad Básica de Zarzal, Valle del Cauca, el 8 de junio de 2011, del Grupo Regional de Patología Forense e Identificación:


“El día 08 de junio de 2011 se recibe en la unidad básica de Zarzal Valle oficio no. GRPAFI-DRSCCDTE-00593-2011 del grupo regional de patología antropología forense e identificación, firma doctor Óscar Alonso Plaza Patiño, anexo a este oficio se recibe dictamen bog-2008-024015 que dice: ‘me permito informar que el occiso radicado en el caso bog-2008-024015 fue identificado mediante cotejo dactiloscópico-fehaciente (resultado) de la necrodactilia comparada con tarjeta decadactilar número 98454343 de Nariño-Antioquia a nombre de: Isaac Galeano Arango nacido (a) en Argelia-Antioquia, fecha de nacimiento: julio 28, 1959’ se revisa el protocolo de necropsia no. uza/pf-027 y no se encuentra información que nos indique ubicación de los restos correspondientes a Isaac Galeano Arango por lo cual se realiza una visita el 04 de noviembre de 2011 por parte del perito de esta unidad, doctor Mauricio Viveros Vásquez por los campos santos de los municipios de La Unión, Toro y Versalles (Valle del Cauca) y el asistente forense Óscar Eduardo Gordillo Soto realiza visita a los campos santos de los municipios de Zarzal, La Victoria y Obando (Valle del Cauca), encontrándose que las bóvedas o lotes de tierra están sin ninguna marcación, además manifiestan verbalmente los señores sepultureros que ‘al cumplir un tiempo determinado de inhumación los restos por orden de los administradores se trasladaban a una fosa común’. Mediante oficios no. ubzrz-dsvllc-407, 408, 409, 410, 411 y 412-2011 se informa a cada uno de los administradores de los campos santos municipales las irregularidades en el manejo de los cuerpos inhumados como nns (sic) e identificados no reclamados no obteniéndose respuesta. Con oficio no. ubzrz-dsvllc-215-2012 el día 28 de mayo de 2012 se solicita al párroco, presbítero Alduver de Jesús Mejía, administrador del campo santo del municipio de Zarzal Valle que ‘informe o certifique a esta institución la ubicación exacta de los restos correspondientes a: Isaac Galeano Arango’ firma doctor Mauricio Viveros Vásquez, el mismo día se tiene respuesta del párroco quien certifica que ‘en administraciones pasadas el cementerio sufrió modificaciones estructurales y los restos inhumados como nn pasaron a las fosas comunes. Por este motivo no se tiene ningún registro ni información al respecto. Que solamente a partir del año 2008 se lleva un registro por parte de medicina legal de los restos inhumados como nn. En constancia se firma en Zarzal, Valle, a 28 de mayo de 2012. Pbro Alduver de Jesús Mejía G.’”.


El Instituto Colombiano de Medicina Legal y Ciencias Forenses informó que el cuerpo fue hallado en el municipio de La Victoria, Valle del Cauca y se le practicó necropsia el 9 de diciembre del año 2000 por médicos del hospital municipal. Así mismo, se indicó que los restos no habían podido ser ubicados, pues los cementerios, después de cierto tiempo, trasladaban los NN a fosas comunes (f. 122 al 123 c. 8). 


� Folio 274 c. 8.


� Folios 211 al 214 c. 8.


� Folios 257 al 258 c. 8.


� Folio 124 c. ppal. 1.


� Folios 42 al 49 c. 12.


� Michele Taruffo, “La prova dei fatti giuridici”, editorial Trotta S.A., 2011, pág. 479.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 28 de agosto de 2014, con ponencia del consejero Ramiro Pazos Guerrero, rad. 05001-23-25-000-1999-00163-01 (32988).


� Caso Godínez Cruz Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989.


� Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998.


� Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 131; Corte IDH. Caso Godínez Cruz, Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5, párr. 137.


En el mismo sentido: Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de  noviembre de 2000, párrs. 130 y 131; Caso González Medina y Familiares Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012, párr. 134.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 13 de junio de 2013, c.p. Enrique Gil Botero, rad. 05001-23-31-000-1995-00998-01(25180).


� “En el caso de la desaparición forzada de ciudadanos, consciente de la dificultad de recaudarse en el plenario pruebas directas demostrativas de la responsabilidad patrimonial de la administración, la Sala ha acudido a medios probatorios tales como los indicios, para fundamentar sus decisiones.” Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 22 de abril de 2004, expediente 14.240.


“Antes de entrar en el análisis de la prueba en el caso concreto, debe anticiparse que la actividad probatoria en los eventos de desaparición forzada es muy compleja. Regularmente no existen pruebas directas porque el hecho se comete en las condiciones de mayor ocultamiento o porque a pesar de que se haga a la luz pública es difícil obtener la declaración de los testigos, quienes callan la verdad por temor a las represalias. De tal manera que en la generalidad de los casos las decisiones judiciales se fundamentan en indicios.” Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 28 de noviembre de 2002, expediente 12.812. Ver también Sentencia del 18 de junio de 2008, expediente 15.625.


� Teoría General de la Prueba en Derecho Civil o Exposición Comparada de los Principios de la Prueba Civil y de sus diversas aplicaciones en Italia, Francia, Alemania, Tomo V, Cuarta Edición, Madrid, Editorial Reus, 1983, página 110.


� Sentencia de Casación Penal 04-05-94 Gaceta Judicial No. 2469, página 629.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de 26 de octubre de 2000, proceso: 15610.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de 26 de octubre de 2000, proceso: 15610.


� Ibídem.





� “Por posición de garante debe entenderse aquélla situación en que coloca el ordenamiento jurídico a un determinado sujeto de derecho, en relación con el cumplimiento de una específica obligación de intervención, de tal suerte que cualquier desconocimiento de ella acarrea las mismas y diferentes consecuencias, obligaciones y sanciones que repercuten para el autor material y directo del hecho.


“Así las cosas, la posición de garante halla su fundamento en el deber objetivo de cuidado que la misma ley –en sentido material– atribuye, en específicos y concretos supuestos, a ciertas personas para que tras la configuración material de un daño, estas tengan que asumir las derivaciones de dicha conducta, siempre y cuando se compruebe fáctica y jurídicamente que la obligación de diligencia, cuidado y protección fue desconocida.” Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 4 de octubre de 2007, exp. 15567. En el mismo sentido sentencias del 4 de diciembre de 2007, expediente: 16.894 y del 20 de febrero de 2008, expediente: 16.996, consejero ponente: Enrique Gil Botero.


� “Para determinar cuándo el hecho tiene o no vínculo con el servicio se debe examinar la situación concreta para establecer si el funcionario actuó frente a la víctima prevalido de su condición de autoridad pública, es decir, que lo que importa examinar no es la intencionalidad del sujeto, su motivación interna sino la exteriorización de su comportamiento. En otros términos lo que importa para atribuir al Estado, por ejemplo, el hecho de un policía que agrede a una persona es establecer ‘si a los ojos de la víctima aquel comportamiento lesivo del policía nacional aparecía como derivado de un poder público, si quiera en la vertiente del funcionamiento anormal de un servicio público’…”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 14 de junio de 2001, expediente 13303 – C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� Sentencia de 26 de junio de 2015, con ponencia de quien proyecta este fallo, rad. 20001-23-31-000-2003-01951-01(35752).


� Sentencia de 27 de septiembre de 2013, rad. 05001-23-26-000-1990-05197-01(19939), con ponencia de quien proyecta este fallo.


� Respecto del concepto de desaparición forzada existen múltiples definiciones. Ahora bien, todas ellas concuerdan en que dicha conducta gravemente desconocedora de los principios básicos de humanidad supone “una violación autónoma, continua y pluriofensiva” en el sentido en que su práctica implica la afectación de un conjunto de derechos de la víctima directa como de sus familiares y allegados. El delito de desaparición forzada tiene entidad independiente –por ejemplo de la ejecución extrajudicial, de la tortura y de la detención ilegal o arbitraria–, y usualmente se prolonga en el tiempo, lo que incide en la amplitud de los bienes jurídicos que con su perpetración se vulneran o desconocen. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha expandido por medio de su jurisprudencia la visión de los derechos que son desconocidos con la comisión de este crimen que ha sido reconocido como de lesa humanidad. Con todo, en vista de que la Convención Americana no prevé de manera expresa la prohibición de la desaparición forzada, la Corte se aproximó inicialmente al concepto teniendo como sustento el compendio de derechos contemplados en los artículos 4, 5 y 7 de la Convención, situación ésta, que se modificó parcialmente a partir de la entrada en vigencia de la Convención Interamericana sobre Desapariciones Forzadas de Personas en 1994, por lo que la aproximación inicial se mantiene respecto de países que no han ratificado dicho instrumento. Cfr. Corte IDH Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia del 26 de junio de 1987. Serie C No. 1. Párr. 155; Caso Goiburú y otros vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 22 de septiembre de 2006. Serie C No. 153. Párr. 81 al 85; Caso Gómez Palomino vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136. Párr. 92; Caso Barrios Altos vs Perú Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Barrios Altos vs. Perú, sentencia de 14 de marzo de 2001 (Fondo); Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, sentencia de 26 de septiembre de 2006 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas); Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos, sentencia de 23 de noviembre de 2009, (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas).


� Art. 7º Lit.i.- Estatuto de Roma de 1998. Al tenor de los dispuesto por el artículo 1.2 de la Declaración de Naciones Unidas sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas de 1992, la desaparición forzada implica “una violación de las normas del derecho internacional que garantizan a todo ser humano, entre otras cosas, el derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, el derecho a la libertad y a la seguridad de su persona y el derecho a no ser sometido a torturas ni a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Viola, además, el derecho a la vida, o lo pone gravemente en peligro”. La Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas dispone, a su turno, que bajo el concepto de desaparición forzada se entiende “el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad que sean obra de agentes del Estado o de personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la protección de la ley. Por su parte, los artículos II y III de la Convención Interamericana sobre desaparición forzada de personas de 1994 establecen: “Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes. […] Dicho delito será considerado como continuado o permanente mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima”.


� Arts. 165 y ss. del C.P. colombiano.


� Cfr. Kai, AMBOS –Coordinador– Desaparición Forzada de Personas. Análisis comparado e Internacional, Bogotá, Editorial Temis – Agencia Alemana para la Cooperación y el Desarrollo GIZ., 2009, pp. 245 y ss. Cfr., también Jaime Alberto SANDOVAL MESA, docente e investigador de la Universidad Militar Nueva Granada de Bogotá “El Desarrollo de la Desaparición Forzada y sus Elementos Especiales de Configuración en Colombia”. Artículo consultado en la página web: �HYPERLINK "http://viei.usta.edu.co"�http://viei.usta.edu.co� el día 13 de abril de 2012.


� Cfr. �HYPERLINK "http://www.cverdad.org.pe/"�http://www.cverdad.org.pe/�, consultado el día 13 de abril de 2012.


� Kai AMBOS, ob., cit. p. 249.


� Cfr. Luisa Fernanda DÍAZ MANSILLA, “Desaparición Forzada en Colombia: Medios de Comunicación”; tesis presentada para optar por el título de maestría en Derechos Humanos y Democracia con Especialidad en Grupos en Situación de Vulnerabilidad, México, 2011, consultada en el sitio web: �HYPERLINK "http://flacsoandes.org"�http://flacsoandes.org� el día 13 de abril de 2012.


� Cfr. “La Desaparición Forzada de Personas en el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos” en CEJIL GACETA, publicación del Centro por la Justicia y el Derecho Internacional, consultado el 30 de abril de 2012 en el sitio web: �HYPERLINK "http://www.acnur.org/biblioteca"�www.acnur.org/biblioteca� 


�Cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo –Sección Tercera–, sentencia de  26 de marzo de 2009, Rad. No. 500012331000199904688 01 (17.994), CP. Enrique Gil Botero. 


�Pie de página fuera del texto original. La sola lectura del decreto Nacht und Nebel, permite inferir la magnitud de la desaparición forzada como conducta reprochable a nivel universal; es precisamente a partir de la posguerra que los Estados en el contexto global asumen una conducta generalizada encaminada a censurar esta práctica inhumana, de violación sistemática, y que genera una de las más graves trasgresiones del principio de dignidad humana. Algunas de las disposiciones que estaban contenidas en el citado decreto, son las siguientes: “Las personas que en los territorios ocupados cometan acciones contra las fuerzas armadas han de ser transferidas al Reich para que sean juzgadas por un tribunal especial. Si por alguna razón no fuese posible procesarlas, serán enviadas a un campo de concentración con una orden de reclusión válida, en términos generales, hasta el final de la guerra. // “Parientes, amigos y conocidos han de permanecer ignorantes de la suerte de los detenidos: por ello, estos últimos no deben de tener ninguna clase de contacto con el mundo exterior. // “No podrán escribir ni recibir paquetes ni visitas. // “No deben transmitirse a ningún organismo extranjero informaciones sobre la vida de los detenidos”. // “En caso de muerte, la familia no debe de ser informada hasta nueva orden”.


� En el ámbito regional americano la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos -OEA- y la Comisión se han referido reiteradamente a la cuestión de las desapariciones para promover la investigación de tales situaciones, para calificarlas y para exigir que se les ponga fin (AG/RES. 443 ( IX-0/79) de 31 de octubre de 1979); AG/RES. 510 (X-0/80) de 27 de noviembre de 1980, AG/RES. 618 (XII-0/82) de 20 de noviembre de 1982; AG/RES. 742 (XIV-0/84) del 17 de noviembre de 1984 y AG/RES. 890 (XVII-0/87) del 14 de noviembre de 1987, Comisión Interamericana de Derechos Humanos Informe Anual, 1978, págs. 22-42; Informe Anual, 1980-1981, págs. 113-114; Informe Anual, 1982-1983, págs. 49-51; Informe Anual, 1985-1986, págs. 40-42, Informe Anual, 1986-1987, págs. 299-304 y en muchos de sus informes especiales por países como OEA/Ser.L/V/II.49, doc. 19, 1980 (Argentina); OEA/Ser.L/V/II/66, doc. 17, 1985 (Chile) y OEA/Ser.L/V/II.66. doc. 16, 1985 (Guatemala).


� Corte Constitucional, sentencia C-317 de 2002, M.P. Clara Inés Vargas.


� En este mismo sentido, la Ley 589 de 1999, en su artículo 8º crea la Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas, la cual deberá investigar incluso los casos acaecidos antes de la vigencia de la ley.


� Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4.; Caso Godínez Cruz vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5.; Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998; Caso Anzualdo Castro vs. Perú. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009 § 63.


� Exp. 26.251, con ponencia del consejero Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� Exp. 26.251, con ponencia del consejero Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� Sentencia 12 de octubre de 2017, rad. 05001-23-31-000-2010-01922-01 (49416), con ponencia del consejero Danilo Rojas Betancourth.


� Sierra León Yolanda, “Relaciones entre el arte y los derechos humanos”, revista Derecho del Estado, n.º 32, Universidad Externado de Colombia, enero-junio de 2014, pp. 77-100 (páginas 93 y siguientes).


� Rodrigo Uprimny-Yepes & Diana Esther Guzmán-Rodríguez, “En búsqueda de un concepto transformador y participativo para las reparaciones en contextos transicionales”, 17 International Law, Revista Colombiana de Derecho Internacional, 231-286 (2010), páginas 249 y siguientes.


� Ibídem: “En casos excepcionales, cuando las medidas de satisfacción no sean suficientes o posibles para consolidar la reparación integral podrá otorgarse una indemnización,  única y exclusivamente a la víctima directa, mediante el establecimiento de una medida pecuniaria de hasta 100 SMLMV, si fuere el caso, siempre y cuando la indemnización no hubiere sido reconocido con fundamento en el daño a la salud. Este quantum deberá motivarse por el juez y ser proporcional a la intensidad del daño”.


� Sobre el particular, véanse las sentencias 19.031 y 38.222, ambas del 14 de septiembre 2011.
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